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I


    DERECHO CONSTITUCIONAL




    
Deberes y derechos fundamentales




    
El título primero de la Constitución




    Nuestra Constitución dedica el título primero a enunciar los derechos y deberes fundamentales de todos los españoles así como los principios que deben orientar la política social y económica. En su desarrollo, los clasifica de la siguiente forma:




    — nacionalidad;




    — derechos fundamentales y libertades públicas;




    — derechos y deberes de todos los ciudadanos;




    — principios rectores de la política social y económica.




    Todos ellos se comentarán siguiendo el mencionado esquema.




    
La nacionalidad




    La nacionalidad, en el sentido que da la Constitución, es el vínculo que une a una persona con un Estado. Equivale al término ciudadanía empleado en otros países. En nuestro caso, la posesión de la nacionalidad española convierte a las personas en españoles mientras que quienes carecen de ella son considerados extranjeros. Nacionalidad y extranjería son, por lo tanto, situaciones legalmente excluyentes entre sí.




    Sobre este punto la Constitución establece lo siguiente:




    1. De los españoles. La nacionalidad española corresponderá a todos los nativos, sin que puedan ser privados de ella. Su adquisición, conservación y pérdida se regula en la ley ordinaria, el Código civil. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o vinculados a España, donde podrán naturalizarse los españoles sin perder la nacionalidad de origen. La mayoría de edad se alcanza a los dieciocho años.




    2. De los extranjeros. Gozarán de las libertades públicas en la forma establecida en los tratados y en la ley, pero sólo los españoles tendrán derechos de participación en asuntos públicos y acceso a las funciones y cargos públicos, salvo reciprocidad sobre sufragio activo y pasivo en elecciones municipales. La extradición se concederá en casos de reciprocidad, quedando excluidos los delitos políticos, y no considerándose como tales los actos de terrorismo. La ley regulará los términos del derecho de asilo en España.




    Las normas sobre la adquisición de la nacionalidad española están contenidas en el Código civil; las que se refieren a la estancia, residencia y trabajo de los extranjeros en España, en la Ley de Extranjería, salvo lo dispuesto en tratados suscritos con ciertos países sobre doble nacionalidad.
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Derechos fundamentales y libertades públicas




    En primer lugar, la Constitución proclama solemnemente la igualdad de todos los españoles ante la ley, sin que pueda establecerse entre ellos ninguna discriminacion por razón de nacimiento, religión, sexo, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social.




    Tras ello, enumera los siguientes derechos y libertades considerados como fundamentales:




    1. Derecho a la vida. Todos tienen derecho a ella, así como a la integridad física y moral, y a no ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.




    2. Libertad ideológica y religiosa. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto, sin más limitación en sus manifestaciones que el orden público, quedando prohibido el ser obligado a declarar sobre la ideología, religión o creencias personales. Ninguna confesión tiene carácter estatal, si bien se tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y se mantendrán relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones.




    3. Derecho a la libertad personal. Toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad; la privación sólo podrá realizarse en los casos y formas previstas en la ley y en las siguientes condiciones:




    — la detención preventiva sólo puede durar el tiempo necesario para esclarecer los hechos y en el plazo máximo de 72 horas el detenido será puesto en libertad o a disposición judicial;




    — la persona detenida debe ser informada inmediatamente de sus derechos y razones de la detención, sin poder ser obligada a declarar, garantizándose la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales;




    — la ley regulará un procedimiento de habeas corpus para la puesta a disposición judicial del detenido ilegalmente y determinará el plazo máximo de prisión provisional.




    4. Derecho a la intimidad e inviolabilidad del domicilio. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. Se declara la inviolabilidad del domicilio contra la entrada o registro sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo flagrante delito. Se garantiza también el secreto de las comunicaciones postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial, e incluso se limita el uso de la informática para la garantía del honor y de la intimidad personal y familiar, así como el pleno ejercicio de los derechos de los ciudadanos.




    5. Libertad de residencia y circulación. Los españoles tienen derecho a elegir su residencia y a circular por el territorio nacional; igualmente, a entrar y salir libremente de España según establezca la ley, y sin limitación por motivos políticos e ideológicos.




    6. Libertad de expresión. Comprende los siguientes derechos que se reconocen y protegen:




    — a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción;




    — a la creación y producción literaria, artística, científica y técnica;




    — a la libertad de cátedra;




    — a comunicar o recibir libremente información veraz, por cualquier medio de difusión, debiéndose regular el derecho a la cláusula de conciencia y el secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.




    El ejercicio de los derechos anteriores carecerá de censura previa. La ley regulará la organización y control de los medios de comunicación social del Estado y garantizará el acceso a ellos de los grupos sociales y políticos, respetando las diversas lenguas. Los límites de estas libertades son el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud e infancia. Sólo podrá secuestrarse por resolución judicial.




    7. Derecho de reunión. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas, cuyo ejercicio no necesitará autorización previa. Cuando se ejerza en lugares de tránsito público o se trate de manifestaciones se comunicará previamente a la autoridad, que sólo podrá prohibirla por razones fundadas del orden público, con peligro para personas y bienes.




    8. Derecho de asociación. Se halla regulado, a nivel estatal, mediante la Ley 9/99, de 21 de abril. Se reconoce el derecho de asociación. Las asociaciones serán ilegales cuando persigan fines o utilicen medios tipificados como delito, debiendo inscribirse en un registro, a efecto únicamente de publicidad. Sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades por resolución judicial motivada, prohibiéndose las asociaciones secretas o de carácter paramilitar.




    9. Derecho de participación. Los ciudadanos tienen derecho a participar en los asuntos públicos directamente o a través de representantes libremente elegidos cada cierto tiempo por sufragio universal, así como a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.




    10. Protección judicial de los derechos. Las personas tienen derecho a obtener tutela efectiva de jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos, sin que pueda producirse indefensión. También tienen derecho al juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada, a proceso público sin dilaciones, a utilizar medios de prueba, a no declarar contra sí mismos, ni confesarse culpables, y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que por razón de parentesco o de secreto profesional no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones no constitutivas de delito, falta, o infracción administrativa. Las penas estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado gozará de los derechos fundamentales, salvo los expresamente contenidos en el fallo condenatorio. En todo caso, tendrá derecho a trabajo remunerado y seguridad social, acceso a la cultura y desarrollo integral de su personalidad. La Administración no podrá imponer sanciones que directa o subsidiariamente impliquen privación de libertad. Se prohíben los tribunales de honor en la Administración civil y organizaciones profesionales.




    11. Libertad de enseñanza y derecho de educación. Todos tienen derecho a la educación y se reconoce la libertad de enseñanza. La educación tendrá por objeto el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales. Se garantiza el derecho de los padres a que sus hijos reciban formación religiosa y moral según sus creencias, siendo la enseñanza básica obligatoria y gratuita. La educación tendrá programación general con participación de todos los sectores afectados, así como la creación de centros docentes, en cuyo control y gestión, de los sostenidos con fondos públicos, intervendrán profesores, padres, y en su caso, alumnos. Asimismo, se reconoce la autonomía de las universidades.




    12. Libertad de sindicación y derecho de huelga. Todos tienen derecho a sindicarse libremente, pudiendo limitarse o exceptuarse de su ejercicio a las fuerzas o institutos armados o sometidos a disciplina militar, así como con peculiaridades para los funcionarios públicos. Comprende fundar sindicatos y afiliarse al de su elección, formar confederaciones y organizaciones internacionales, sin que todo ello sea obligatorio. Se reconoce el derecho a la huelga para la defensa de sus intereses, con la garantía de la prestación de los servicios esenciales de la comunidad.




    13. Derecho de petición. Podrá ser individual o colectivo, constando por escrito en la forma y efectos que determina la ley; los limitados o exceptuados del derecho de huelga sólo podrán ejercerlo individualmente y conforme a su legislación específica. Este derecho ha sido objeto de desarrollo legislativo mediante la Ley 4/01, de 12 de noviembre.




    
Derechos y deberes de los ciudadanos




    En este apartado se recogen aquellos derechos que constituyen al mismo tiempo una obligación (como el servicio militar, el trabajo, o la colegiación) y los que no deben entenderse de modo absoluto, sino condicionado.




    Son los siguientes:




    1. Servicio militar y otras prestaciones. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender España. La ley fijará las obligaciones, la objeción de conciencia y las causas de exención, así como un servicio civil sustitutorio. También podrán regularse los deberes en casos de riesgo grave, catástrofe o calamidad pública.




    2. Sostenimiento de los gastos públicos. Se contribuirá a ellos según la capacidad económica, por un sistema de igualdad y progresividad sin alcance confiscatorio. Se realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderá a los criterios de eficacia y economía. Sólo por ley se impondrán prestaciones personales y patrimoniales.




    3. Derecho a contraer matrimonio. Hombre y mujer podrán contraerlo con plena igualdad jurídica, regulando la ley sus formas, edad, capacidad, derechos y deberes, causas de separación y disolución y sus efectos.




    4. Derecho de propiedad. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. La función social de estos derechos delimitará su contenido. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos, salvo por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y a través del procedimiento legalmente establecido para la expropiación forzosa.




    5. Derecho de fundación. Se reconoce el derecho de fundación con fines de interés general.




    6. Derecho y deber de trabajo. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio y promoción, con remuneración suficiente para las necesidades familiares y sin discriminación por razón de sexo. La ley regulará el estatuto de los trabajadores.




    7. Derecho a colegiación. La ley regulará las peculiaridades del régimen jurídico de los colegios profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas, cuya estructura y funcionamiento deberán ser democráticos.




    8. Derecho de negociación colectiva. Se garantiza la negociación colectiva entre trabajadores y empresarios y la fuerza vinculante de los convenios, así como la adopción de medidas ante un conflicto colectivo. Sin perjuicio de otras limitaciones, se asegurará el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.




    9. Libertad de empresa y economía de mercado. Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado, y se garantizará y protegerá su ejercicio y la defensa de la productividad conforme a las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.




    
Principios rectores de la política social y económica




    En el título preliminar, nuestra Constitución impone a los poderes públicos las obligaciones siguientes:




    — promover las condiciones para que la libertad e igualdad de los individuos y grupos en que se integran sean reales y efectivas;




    — remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud;




    — facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.




    Pero, más adelante, especifica cuáles deben ser los principios rectores de la política social y económica a los que deben acomodarse las Cortes al legislar y el Gobierno y la Administración al ejecutar las leyes y desarrollarlas, y al gestionar los intereses colectivos.




    Son los siguientes:




    1. Se asegurará la protección social, económica y jurídica de la familia, de los hijos con independencia de su filiación y de las madres de cualquier estado civil, y se posibilitará la investigación de la paternidad, asegurando también la asistencia a los hijos y protección a los niños.




    2. Se promoverá el progreso social y económico para una distribución regional y personal de la renta más equitativa y el pleno empleo, la formación y readaptación profesionales, la seguridad e higiene y el descanso por limitación de la jornada, las vacaciones y centros adecuados. Se mantendrá un régimen público de seguridad social para todos que garantice asistencia y prestaciones en desempleo, siendo libres las complementarias. Se velará especialmente por los derechos de los trabajadores en el extranjero, posibilitando su retorno. Se protegerá la salud a través de medidas preventivas, prestaciones y servicios necesarios.




    3. Se fomentará la educación sanitaria, física y el deporte, la utilización del ocio, el acceso a la cultura, la ciencia e investigación técnica, el disfrute y conservación del medio ambiente, la utilización racional de los recursos naturales y el medio ambiente, con sanciones penales o administrativas además de reparar el daño causado, así como el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y sus bienes, sancionándose los atentados.




    4. Todos los españoles tienen derecho a vivienda digna adecuada. Se promoverá la efectividad de este derecho regulando la utilización del suelo, evitando la especulación y asumiendo la participación de la comunidad en las plusvalías. Otras medidas son la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo integral; la previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los minusválidos con atención especial, y una garantía de pensiones adecuadas, actualizadas y suficientes económicamente, así como asegurar su bienestar por servicios sociales de salud, vivienda, cultura y ocio; garantía de la defensa del consumidor y usuarios, su información, adecuación y organizaciones, atendiéndoles en las cuestiones que puedan afectarles; regulación del comercio interior y del régimen de autorización de productos comerciales.




    5. Se reconocerán las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que les sean propios. Su estructura y funcionamiento serán democráticos.




    Fundamento e interpretación




    El respeto a los derechos y libertades individuales es un postulado esencial del Estado de derecho y, como tal, se encuentra expresado en las constituciones o leyes fundamentales de los estados democráticos. Nuestra Constitución define la dignidad de la persona, los derechos inviolables inherentes a ella, el libre desarrollo de la personalidad y el respeto a la ley.




    Para evitar ambigüedades en el momento de su desarrollo y aplicación práctica por parte de los poderes públicos, la Constitución declara expresamente que los derechos y libertades que reconoce deben interpretarse siempre conforme a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (aprobada por la ONU en 1948) y a los tratados y convenios internacionales sobre las mismas materias que hayan sido ratificados en España.




    
Garantías constitucionales




    
Mecanismos de garantía




    La proclamación de los derechos y libertades de los ciudadanos resultaría totalmente inoperante si no se estableciesen al mismo tiempo unos mecanismos que garanticen su respeto, particularmente por parte de los poderes públicos.




    En nuestro sistema constitucional la tutela del respeto a los derechos y libertades se articula en torno a los siguientes organismos:




    — el tribunal constitucional;




    — los tribunales ordinarios;




    — el Defensor del Pueblo;




    — el ministerio fiscal.




    El Tribunal Constitucional




    El respeto y defensa de los derechos y libertades constitucionales es vinculante para todos los poderes públicos. Su regulación (que implica el establecimiento de sus respectivos límites) sólo puede hacerse mediante leyes orgánicas cuya aprobación requiere la mayoría absoluta en el Congreso y el Senado. Su primera garantía es, por consiguiente, la interposición de un recurso de anticonstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional.




    El Tribunal Constitucional se compone de doce miembros nombrados por el rey. De ellos, cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de 3/5 de sus miembros, cuatro a propuesta del Senado, con igual mayoría, dos a propuesta del Gobierno y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. Deben elegirse entre magistrados y fiscales, profesores de universidad, funcionarios públicos y abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional.




    Los miembros del tribunal son designados por un periodo de nueve años y se renuevan por terceras partes cada tres.




    La condición de miembros es incompatible con los mandatos representativos, con los cargos políticos y administrativos, con el desempeño de funciones directivas en un partido político o sindicato y con el empleo al servicio de los mismos, con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal y cualquier actividad profesional o mercantil; por lo demás, tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial. Asimismo, serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su mandato.




    El presidente del Tribunal es nombrado entre sus miembros por el rey, a propuesta del propio tribunal en pleno y por un periodo de tres años.




    El Tribunal Constitucional tiene competencia en todo el territorio español para conocer:




    — los recursos de anticonstitucionalidad;




    — los recursos de amparo;




    — los conflictos de competencia entre el Estado y las comunidades autónomas, o de estas entre sí;




    — las demás cuestiones que le atribuyen la Constitución y las leyes orgánicas.




    El recurso de inconstitucionalidad




    El recurso de inconstitucionalidad puede interponerse contra leyes o disposiciones con rango de ley (como los decretos-ley y los decretos legislativos), tanto del Estado como de las comunidades autónomas, si su contenido se opone a lo dispuesto en la Constitución.




    Están legitimados para interponer este recurso:




    — el presidente del Gobierno;




    — cincuenta diputados o senadores;




    — las asambleas legislativas (parlamentos) de las comunidades autónomas;




    — los Gobiernos de las comunidades autónomas;




    — el Defensor del Pueblo.




    Cuando un órgano judicial considere en un proceso que la ley aplicable al caso, y de cuya validez depende el fallo, puede ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el tribunal en los supuestos, forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos.




    Las sentencias se publicarán en el Boletín Oficial del Estado, tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente y no cabe recurso contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o normas con fuerza de ley y las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tendrán plenos efectos contra todos. Subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada de inconstitucionalidad, salvo que en el fallo se disponga otra cosa.
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    Los tribunales ordinarios




    Todo ciudadano puede recabar ante los tribunales ordinarios, por procedimiento preferente y sumario, la tutela de las libertades y derechos de igualdad ante la ley en caso de discriminación por nacimiento, raza, sexo, religión, opinión u otra circunstancia personal o social, así como los siguientes derechos: a la vida, libertad ideológica y religiosa, libertad personal, intimidad e inviolabilidad del domicilio, residencia y circulación, expresión, reunión, asociación, participación, protección judicial de derechos, libertad de enseñanza y educación, sindicación y huelga y petición.




    Si no obtiene la protección de sus derechos por los tribunales ordinarios, el interesado puede interponer un recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, o acudir al Defensor del Pueblo para que lo haga. Del mismo modo, puede interponerlo el ministerio fiscal, si considera que los derechos fundamentales no han sido respetados.




    El recurso de amparo




    A diferencia del recurso de anticonstitucionalidad, lo que se invoca mediante el recurso de amparo no es que alguna ley sea contraria a la Constitución, sino que los derechos y libertades fundamentales que tiene una persona no han sido respetados por los poderes públicos en un caso concreto.




    Como ya se ha comentado, están legitimados para interponer el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional:




    — cualquier persona (física o jurídica) que alegue un interés legítimo en el asunto;




    — el Defensor del Pueblo;




    — el ministerio fiscal.




    Si admite las razones del recurrente, la sentencia del Tribunal Constitucional consistirá en el reconocimiento de sus derechos, obligando a los poderes públicos a que actúen para rectificar los actos que han llevado a su vulneración o a adoptar las medidas necesarias para garantizar su ejercicio.




    El Defensor del Pueblo




    Esta figura es definida por la Constitución como un alto comisionado de las Cortes Generales, elegido por estas para la defensa de los derechos y libertades fundamentales.




    Además de la posibilidad de interponer recurso de anticonstitucionalidad y de amparo, según se ha comentado, el Defensor del Pueblo tiene la misión de recibir quejas y sugerencias de los particulares sobre las actividades de las administraciones públicas que resulten atentatorias contra los derechos y libertades o limiten injustificadamente su ejercicio, así como de supervisar tales actividades, dando cuenta de todo ello a las Cortes Generales.




    En las comunidades autónomas existen instituciones similares, si bien con nombres diversos (de origen histórico en muchos casos, como el Justicia de Aragón o el Síndic de Greuges [Síndico de Agravios], en Cataluña). Persiguiendo los mismos fines, deben estar en estrecho contacto con el Defensor del Pueblo y coordinar sus actuaciones.




    Posibilidades de suspensión




    Los derechos reconocidos sobre libertad personal —inviolabilidad del domicilio y secreto de las comunicaciones; libertad de residencia y circulación; expresión y difusión de pensamientos, ideas y opiniones, comunicar o recibir información; no secuestro de publicaciones; reunión, huelga y conflictos colectivos— podrán ser suspendidos cuando se declare el estado de excepción o de sitio, excepto el derecho de información y la asistencia de abogado al ser detenido.




    De forma individual, con la intervención judicial y el control parlamentario, determinados derechos reconocidos (inviolabilidad de domicilio, secreto de las comunicaciones, etc.) pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con investigaciones sobre actuación de bandas armadas o elementos terroristas.




    Los principios rectores de la política social y económica




    Los definidos por la Constitución como principios rectores de la política social y económica deben inspirar el contenido de las leyes aprobadas por las Cortes y los parlamentos autonómicos, y guiar tanto la práctica judicial como la actuación de las administraciones públicas. Es decir, los tres poderes (ejecutivo, legislativo y judicial) deben basarse en ellos al ejercer las funciones que tienen encomendadas.




    Sin embargo, el respeto a esos principios no puede ser invocado directamente por los particulares ante los tribunales (ni los ordinarios, ni el Constitucional).




    Sólo pueden acudir a ellos en virtud de las leyes que los desarrollan y regulan su aplicación concreta.




    

      DERECHO CONSTITUCIONAL




      
RESUMEN





      Deberes y derechos fundamentales




      • La Constitución dedica su primer título al enunciado de estos, así como a los principios que deben orientar la política social y económica, con plena y absoluta independencia de cuál sea la ideología del partido o coalición que en cada momento concreto ostente el gobierno de España.




      • En su desarrollo es posible clasificar los tan repetidos derechos y deberes fundamentales y principios orientadores de la política social y económica de la siguiente manera: nacionalidad, derechos fundamentales y libertades públicas, derechos y deberes de los ciudadanos y principios rectores de la política social y económica.




      • Los derechos fundamentales y las libertades públicas que se reconocen constitucionalmente son muy diversos. Tal vez el principal es el derecho a la vida y a la integridad física y moral, por lo que quedan totalmente proscritas la tortura y las penas o tratos inhumanos o degradantes. De similar importancia resulta la abolición de la pena de muerte. A este respecto cabe señalar que, pese a que se prevé que las leyes penales militares puedan disponer su existencia en tiempos de guerra, lo cierto es que en la actualidad la pena de muerte está abolida incluso en tales supuestos.




      • La Constitución garantiza asimismo la libertad ideológica, religiosa y de culto de los ciudadanos y de las comunidades sin más limitación —por lo que respecta a sus manifestaciones— que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley. Se garantiza también que nadie pueda ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. Por tanto, en el supuesto de que alguien pretenda indagar acerca de ello, nos podemos negar amparándonos en el mismo texto constitucional.




      • El Estado español es aconfesional. Pese a todo, se reconoce que el Estado no puede desconocer las creencias de la sociedad, por lo que cooperará con todas las confesiones y, en especial, con la Iglesia católica.




      • Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad y, por tanto, nadie puede ser privado de su libertad de forma ilegal, arbitraria, injusta o caprichosa. Se regula especialmente la detención preventiva que no podrá durar más que el tiempo estrictamente necesario para la averiguación de los hechos que dieron origen y, bajo ninguna circunstancia, más de setenta y dos horas, transcurridas las cuales el detenido debe ser puesto a disposición judicial o en libertad. Queda reconocido constitucionalmente el derecho de todo detenido a ser informado de manera inmediata y de forma clara acerca de los derechos que le asisten y de las causas que han motivado su detención, sin que se esté obligado a declarar.




      • La Constitución reconoce y ampara el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, gozando el domicilio familiar del carácter de inviolable. Se garantiza el secreto de las comunicaciones.




      Garantías constitucionales




      • Como desarrollo y complemento de la Constitución, se han creado organismos a los que puede recurrirse si se ha infringido lo reconocido en la norma suprema.




      • La inconstitucionalidad de una ley que se dicte o de una actuación determinada de cualquier persona puede ser puesta en conocimiento mediante el recurso a los tribunales ordinarios de justicia o mediante una denuncia ante el Ministerio Fiscal, pero como mecanismos específicos y concretos existen el Tribunal Constitucional y el Defensor del Pueblo.




      • El Tribunal Constitucional es un tribunal de carácter especial entre cuyas funciones más importantes hallamos la de resolver los recursos de inconstitucionalidad que se presenten contra leyes y de los recursos de amparo por violación de los derechos y libertades fundamentales, así como los conflictos de competencia entre el Estado y las comunidades autónomas.




      • El Defensor del Pueblo es aquella institución encargada de defender los derechos y libertades fundamentales, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales, que es quien lo designa.


    


  




  

    
II


    DERECHO MERCANTIL




    
Concepto y caracteres del derecho mercantil




    
Las fuentes




    El artículo 2 del Código de comercio dice: «Los actos de comercio, sean o no comerciantes los que los ejecuten, y estén o no especificados en este Código, se regirán por las disposiciones contenidas en él; en su defecto, por los usos de comercio, observados generalmente en cada plaza, y a falta de ambas reglas, por las del derecho común».




    Conforme al artículo 2 del Código de comercio, la ley es la primera de las fuentes del derecho mercantil.




    Dentro de la legislación mercantil, y en atención a su objeto, las normas legales se dividen en dos grandes grupos: las que recaen en materias exclusivamente reguladas por la legislación mercantil —letra de cambio, S. A., etc.— y las que recaen sobre materias también reguladas en el Código civil —compraventa, mandato, depósito, etc.




    Desde otro punto de vista, puede hablarse de ley general (Código de comercio) y de leyes especiales mercantiles, no derogadas por aquel, o posteriores al mismo, ya sean modificativas o complementarias.




    La codificación mercantil tiene su origen en el artículo 258 de la Constitución de 1812. El primer Código de comercio se promulgó el 30 de mayo de 1829. No obstante, el 22 de agosto de 1885 se promulga el nuevo y vigente Código de comercio que entraría en vigor el 1 de enero de 1886.




    Son múltiples las leyes especiales que complementan el Código de comercio.




    Además del Código de comercio existen importantes leyes y disposiciones complementarias, como por ejemplo la Ley de Sociedades Anónimas aprobada por Real decreto legislativo de 22 de diciembre de 1989, n.o 1.564/1989; la Ley de 25 de julio de 1989, n.o 19/88 de adaptación de la legislación mercantil a Directivas de la Comunidad Económica Europea; y el Reglamento del Registro Mercantil aprobado por Real decreto de 19 de julio de 1996, entre otras.




    La segunda de las fuentes aludidas en el artículo 2 del Código de comercio la constituyen los usos de comercio. Por uso se entiende toda relación consciente, continua y uniforme de actos voluntarios. La clasificación fundamental que se suele hacer es la que distingue entre los usos interpretativos y los usos normativos.




    Los usos interpretativos sólo existen cuando han sido tenidos en cuenta por las partes al otorgar el contrato; los usos normativos existen independientemente de la voluntad de las partes. Los usos interpretativos no crean una norma jurídica, sino que se limitan a interpretar; los normativos crean norma jurídica a falta de ley. Para adquirir valor, los usos interpretativos necesitan ser probados por quien los alega; los normativos deberán ser conocidos por el juez y aplicados de oficio.




    Por último, la declaración del artículo 2, al remitirse al derecho común, no significa que el derecho común sea fuente del derecho mercantil, sino que las leyes civiles son traídas al campo de las relaciones jurídicas mercantiles sin variar su verdadera naturaleza.




    Hay que tener presente que en todo caso debe darse prioridad absoluta a la norma de derecho mercantil escrito o consuetudinario en las materias que regula; el derecho civil se aplicará, en los casos ordinarios, cuando se dé una verdadera laguna en el ordenamiento mercantil.




    
El comerciante individual y social




    
El comerciante individual




    La cualidad de comerciante no se determina por un criterio formal (inscripción en un registro) ni por un criterio mixto (inscripción en la matrícula de comerciante y tráfico mercantil), sino por un criterio exclusivamente real (dedicación habitual al comercio).




    ¿Qué debe entenderse por habitual? Nuestro Código establece, en el artículo 3, que existirá la presunción legal del ejercicio habitual del comercio desde que la persona que se proponga ejercerlo anunciare por circulares, periódicos, carteles, rótulos expuestos al público, o de otro modo cualquiera, un establecimiento que tenga por objeto alguna operación mercantil.




    Capacidad, incapacidad y prohibiciones




    Capacidad. El artículo 4 del Código de comercio establece que tendrán capacidad para el ejercicio habitual del comercio las personas mayores de edad que tengan libre disposición sobre sus bienes.




    Incapacidad. De este artículo se deduce que se considerarán incapacitados para el ejercicio habitual del comercio:




    — los menores de dieciocho años;




    — los locos o dementes, los sordomudos y los pródigos sometidos a tutela, pues los mismos carecen de libre disposición de sus bienes;




    — también cita el Código al quebrado entre las personas que no pueden ejercer el comercio, salvo que haya sido habilitado o esté autorizado para continuar al frente de su establecimiento.




    Prohibiciones. La prohibición se diferencia de la incapacidad en que la primera supone capacidad. Existen dos tipos: absolutas y relativas.




    Las prohibiciones absolutas conciernen a las personas que por leyes o disposiciones especiales no puedan negociar, como los militares, los agentes de cambio y bolsa, los corredores de comercio y los clérigos.




    Se habla de prohibiciones relativas cuando estas se circunscriben al territorio en que desempeñan las funciones incompatibles con el comercio, como ocurre a los magistrados, jueces y fiscales; jefes gubernativos y económicos de las provincias, partidos y plazas; recaudadores y administradores de fondos estatales; así como las que afectan a los socios de las sociedades colectivas, en cuanto al género de comercio de la sociedad a la que pertenecen y los factores respecto al comercio de su actividad principal.




    
El comerciante social




    El artículo 1.o del Código de comercio establece que son comerciantes, a los efectos del mismo:




    — los que teniendo capacidad legal para el ejercicio del comercio se dediquen a él habitualmente (comerciante individual);




    — las compañías mercantiles e industriales que se constituyen con arreglo al Código.




    Podemos definir el comerciante social, desde un punto de vista doctrinal, como la persona jurídica que se dedica profesionalmente al ejercicio del comercio.




    La sociedad mercantil es, pues, una persona jurídica, constituida sobre la base de un contrato, cuyo objeto social es el ejercicio del comercio.




    A la vista de este precepto cabe preguntarse: ¿cuál es el criterio para distinguir la sociedad civil de la mercantil? A primera vista no hay duda de que es mercantil la sociedad cuando adopta la forma mercantil. Pero la cuestión se complica, porque el artículo 1.670 admite la existencia de sociedades civiles en forma mercantil. De aquí, pues, que no baste el criterio formal, siendo menester también el criterio objetivo, o sea, la naturaleza de las operaciones que constituyen el objeto de la sociedad.




    Ahora bien, toda esta cuestión se ha simplificado modernamente, pues las leyes especiales reguladoras de las sociedades anónimas y de responsabilidad limitada han vuelto al criterio formal, declarando que cualquiera que sea el objeto de la sociedad, las anónimas y las de responsabilidad limitada tendrán siempre carácter mercantil.




    Clasificación




    Según la doctrina, pueden hacerse las distinciones siguientes:




    a) Por el elemento preponderante, se distingue entre sociedades personalistas, como es la colectiva y la comanditaria simple, y sociedades capitalistas, como la anónima y la comanditaria por acciones.




    b) Por la mayor o menor fijeza de su capital: sociedades de capital fijo (como la anónima, colectiva, etc.) y sociedades de capital variable (como las mutuas de seguros).




    c) Por la responsabilidad de los socios: sociedades de responsabilidad ilimitada y de responsabilidad limitada.




    Por otra parte, el derecho y la práctica española conocen cuatro tipos fundamentales de sociedades: colectiva, comanditaria, anónima y de responsabilidad limitada.




    Constitución




    El artículo 119 del Código de comercio exige que toda compañía de comercio, antes de dar principio a sus operaciones, deberá hacer constar su constitución, pactos y condiciones, en escritura pública, que se presentará para su inscripción en el Registro Mercantil.




    La exigencia formal de la escritura pública constituye una excepción al principio de libertad de forma contractual consagrada en el artículo 51 del Código; excepción que se explica por la importancia misma del contrato de sociedad, por la complejidad habitual de sus cláusulas y por las circunstancias que trae la constitución en orden al nacimiento de un ente jurídico nuevo.
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    Personalidad




    El artículo 116, en su párrafo 2, determina que una vez constituida la sociedad, tendrá personalidad jurídica en todos sus actos y contratos. Ahora bien, si en su constitución no se observan las formalidades antes dichas, escritura pública e inscripción, estaremos en presencia de una sociedad irregular que no gozará de personalidad jurídica. Una vez que se haya constituido legalmente la sociedad, la personalidad jurídica que ostenta produce para la misma una serie de efectos:




    — le confiere la cualidad de sujeto de derecho, con capacidad jurídica plena, tanto para adquirir y obligarse en el tráfico mercantil, como para ser titular de derechos y obligaciones propias, distintos de los socios;




    — le atribuye autonomía patrimonial, frente al patrimonio de los socios;




    — le atribuye un nombre propio, una nacionalidad, un domicilio, etc.




    
Sociedad colectiva, comanditaria y de responsabilidad limitada




    
Sociedad colectiva regular




    Caracteres




    Del conjunto de las normas que el Código dedica a su regulación pueden destacarse las siguientes:




    — la sociedad colectiva regular es una sociedad personalista, pues los socios pueden aportar capital o no, pero lo que no pueden dejar de aportar es su esfuerzo personal;




    — se trata de una sociedad en la que los socios responden ilimitadamente con su patrimonio de las deudas sociales;




    — su capital no puede ser inferior a las 500.000 ptas.




    Como todas las demás sociedades mercantiles, la sociedad colectiva ha de constituirse mediante escritura pública, que habrá de inscribirse en el Registro. La escritura deberá expresar:




    — el nombre, apellidos y domicilio de los socios;




    — la razón social;




    — el nombre y apellidos de los socios a quienes se les encomienda la gestión de la compañía y el uso de firma social;




    — el capital que cada uno de los socios aporte en dinero efectivo, créditos o efectos;




    — la duración que se prevé para la compañía;




    — las cantidades que en su caso se asignen a cada socio gestor anualmente, para sus gastos particulares;




    — se podrán también consignar en la escritura todos los demás pactos lícitos y condiciones especiales que los socios acuerdan que es necesario establecer.




    Por su parte, el Reglamento del Registro Mercantil exige que en la escritura se haga constar claramente los siguientes datos:




    — el domicilio en el que se ubica la sociedad;




    — el objeto social;




    — la fecha en la que se da comienzo a las operaciones de la sociedad colectiva que se constituye.




    
Derechos, deberes y responsabilidades de los socios




    Derechos




    Son los siguientes:




    — derecho a participar en la gestión social en la forma que se ha dicho;




    — derecho a información, con el fin de poder conocer en cualquier momento la marcha de la sociedad;




    — derecho a participar en las ganancias y en el patrimonio resultante de la liquidación de la sociedad.




    Deberes y obligaciones




    Son los siguientes:




    — no hacer la competencia a la sociedad dedicándose al mismo género de comercio que esta;




    — no distraer del acervo común más cantidad de la asignada a cada uno para sus gastos particulares;




    — aportar lo que se hubiere comprometido;




    — indemnizar los daños causados a los demás socios por abuso de facultades o negligencias graves;




    — soportar las pérdidas en la medida prevista en la escritura social.




    Responsabilidad




    De las deudas sociales responde en primer lugar la sociedad con el patrimonio social, pues la responsabilidad de los socios es subsidiaria o de segundo grado, aunque solidaria e ilimitada; ello quiere decir que el acreedor, agotado el patrimonio social, puede dirigirse contra cualquiera de los socios por el importe total de la deuda, sin perjuicio de que el socio que pague pueda repetir después contra los demás socios reclamándoles la parte que corresponda a cada uno.




    
Sociedad comanditaria




    Uría la define como una sociedad «en la que, bajo una razón social, unos socios, los colectivos, responden con todos sus bienes del resultado de la gestión social, y otros socios, los comanditarios, sólo adquieren una responsabilidad limitada a su aportación social».




    El rasgo verdaderamente característico de esta sociedad es la existencia de dos clases de socios, y la distinta responsabilidad de unos y otros. Funciona, al igual que la colectiva, bajo una razón social, aunque formada exclusivamente con los nombres de los socios colectivos. Constituye una comunidad de trabajo, aunque los comanditarios estén apartados de la gestión social.




    Podemos distinguir dos clases: la sociedad comanditaria simple, que ya hemos definido, y la sociedad comanditaria por acciones, un tipo mixto entre la sociedad anónima y la sociedad comanditaria simple, que surge por la división en acciones del capital de los socios comanditarios.




    Los elementos necesarios para la constitución de la sociedad comanditaria son el otorgamiento de la escritura pública, y la inscripción en el Registro Mercantil. La escritura pública debe contener las mismas menciones ya señaladas para la sociedad colectiva, y además tendrá que especificarse quiénes son los socios colectivos y quiénes los comanditarios.
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    Los socios comanditarios tendrán los siguientes derechos:




    — participar en el reparto de las ganancias, y del patrimonio social, en caso de liquidación, en la cuantía que se hubiere pactado;




    — examinar la situación de la administración social en las épocas prescritas en el contrato de constitución.




    Los socios comanditarios tendrán las siguientes obligaciones:




    — aportar el capital a que se hubieran comprometido;




    — soportar las pérdidas en la forma pactada;




    — indemnizar a la sociedad de los daños que le causen por malicia, abuso o negligencia inexcusables.




    Los socios colectivos tendrán los mismos derechos y obligaciones que en la sociedad colectiva.




    
Sociedad de responsabilidad limitada




    En esencia, la sociedad de responsabilidad limitada es una sociedad anónima modesta, una sociedad con pocos socios, basada en el conocimiento mutuo.




    En cuanto a su régimen jurídico, cabe señalar que la constitución ha de hacerse por escritura e inscribirse en el Registro. El capital social deberá ser, como mínimo, de quinientas mil pesetas, sin que tenga un límite máximo y, a diferencia de la sociedad anónima, no está dividido en acciones, sino en participaciones. Tal capital tendrá que estar totalmente desembolsado.




    Los derechos fundamentales de los socios son los siguientes:




    — derecho al dividendo; condicionado, naturalmente, a que existan ganancias;




    — derecho al voto.




    Las obligaciones del socio se agotan en su deber de aportar aquello a que se hubiese comprometido.




    En esta sociedad existen, al menos, dos órganos: uno de gestión y representación (administradores), y otro deliberante (formado por la junta general de socios).




    Los acreedores sociales no pueden dirigirse más que contra el patrimonio social; ello implica el hecho de que nunca podrán dirigirse contra el patrimonio de los socios.




    
Sociedad limitada nueva empresa




    Se trata de una sociedad limitada específicamente concebida para nuevas empresas o autónomos que quieran expandir o consolidar su actividad; su regulación la encontramos en la Ley 7/2003, de 1 de abril.




    La denominación de la sociedad limitada nueva empresa (SLNE) estará formada por los dos apellidos y el nombre de uno de los socios fundadores, seguidos de un código que se denomina ID CIRCE.




    La actividad de las SLNE debe limitarse a una de las siguientes: agrícola, ganadera, forestal, pesquera, industrial, de construcción, comerciales, turísticas, de transportes, de comunicaciones, de intermediación, de profesionales o de servicios en general.




    El capital mínimo tiene que ser de 3.012 euros pero con un máximo, en concreto, de 120.202 euros. Es importante tener en cuenta que a una SLNE no es posible hacer otras aportaciones que no sean puramente dinerarias (es decir, no se pueden aportar inmuebles, por ejemplo).




    En cuanto al número de socios —que sólo pueden ser personas físicas, nunca sociedades— la ley ha fijado un número máximo de cinco, pero no un mínimo, por lo que una sola persona puede constituirse en SLNE, pero sin que se pueda ser socio de más de una SLNE al mismo tiempo.




    Los administradores de la sociedad (que pueden ser uno o más de uno) tienen que ser, necesariamente, socios de la SLNE.




    Es importante señalar que las SLNE gozan de un régimen fiscal específico y muy ventajoso, así como de una normativa contable simplificada.




    Ha sido publicado un modelo de Estatutos sociales de la SLNE, lo cual, unido al hecho de que no es necesario solicitar la denominación con carácter previo a su constitución, supone que la creación de este tipo específico de empresas sea mucho más rápida que las sociedades limitadas o anónimas clásicas.




    
La sociedad anónima




    Podemos definir la sociedad anónima como una sociedad capitalista dedicada, con capital propio y dividido en acciones, y bajo el principio de la responsabilidad limitada de los socios, a la explotación de una industria mercantil.




    Como expresión formal de la sociedad anónima debe otorgarse la escritura pública de constitución, que viene a documentar un acto colectivo, esto es, un acuerdo de voluntades paralelas que se hallan dirigidas hacia un mismo fin.




    En la escritura de constitución de la sociedad se expresará necesariamente el siguiente conjunto de datos:




    — los nombres y apellidos y edad de los otorgantes, si estos son personas físicas, y su razón social si se trata de sociedades;




    — la voluntad de los otorgantes de fundar una sociedad anónima;




    — la consignación del metálico, bienes o derechos que cada socio aporte o se obligue a aportar, indicando el título en que lo haga y el número de acciones atribuidas en pago;




    — la cuantía total, o aproximada, de los gastos de constitución tanto de los ya satisfechos como de los meramente previstos hasta que la sociedad quede constituida;




    — los estatutos que han de regir el funcionamiento de la sociedad;




    — los nombres, apellidos y edad de las personas que se encarguen inicialmente de la administración y representación social, si fueran personas físicas o su denominación social, si fueran personas jurídicas y, en ambos casos, su nacionalidad y domicilio, así como las mismas circunstancias en su caso, de los auditores de cuentas de la sociedad.




    En los estatutos que han de regir el funcionamiento de la sociedad, debe constar como mínimo:




    — la denominación de la sociedad;




    — el objeto social, así como el órgano competente para decidir o acordar la creación, la supresión o el traslado de las sucursales;




    — la duración de la sociedad;




    — la fecha en que dará comienzo a sus operaciones;
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    — el capital social, expresando, en su caso, la parte de su valor no desembolsado, así como la forma y el plazo máximo en que han de satisfacerse los dividendos pasivos; el capital debe ser, como mínimo, de 10 millones de pesetas;




    — el número de acciones en que se halle dividido el capital social; su valor nominal; su clase y serie (en caso de que existan varias), con exacta expresión del valor nominal, número de acciones y derechos de cada una de las clases; el importe efectivamente desembolsado; y la aclaración de si están representadas por medio de títulos o por medio de anotaciones en cuenta, ya que en el caso de que se presentaran en forma de títulos, deberá indicarse si son nominales o al portador y si se prevé la emisión de títulos simples;




    — la estructura del órgano al que se confía la administración de la sociedad, determinando los administradores a quienes se confiere el poder de representación, así como su régimen de actuación, de conformidad con lo que disponga la ley; se debe expresar el número de administradores que, en el caso del Consejo, no pueden ser menos de tres, también basta con expresar sólo el número máximo y mínimo de administradores; debe expresarse, también, el plazo de duración del cargo y el sistema de su retribución, si la tienen;




    — la forma de deliberar y tomar acuerdos los órganos colegiados de la sociedad;




    — la fecha de cierre del ejercicio social; a falta de disposición estatutaria se entenderá que el ejercicio social termina el 31 de diciembre de cada año;




    — las restricciones a la libre transmisibilidad de las acciones, cuando se hayan estipulado;




    — el régimen de las prestaciones accesorias en caso de establecerse, mencionando expresamente su contenido, carácter gratuito o retribuido, las acciones que lleven aparejada la obligación de realizarlas, así como las eventuales cláusulas penales inherentes a su cumplimiento;




    — los derechos especiales que, en su caso, se reserven los fundadores o promotores de la sociedad.
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    En la escritura se pueden incluir todos los pactos lícitos y condiciones especiales que se permita legalmente y por el propio fin de la sociedad.




    El convenio de fundación de la sociedad anónima puede adoptar la modalidad de fundación simultánea o fundación sucesiva.




    La fundación simultánea se realiza en un solo acto, por convenio entre los fundadores, que asumen todas las acciones, y en consecuencia se identifican con los primeros accionistas. Las personas que otorguen la escritura social, y asuman la aportación del capital, son los fundadores. Sin embargo, se exceptúan las sociedades constituidas por el Estado, comunidades autónomas o corporaciones locales, o por organismos o entidades de ellos dependientes.




    La sucesiva, en cambio, se caracteriza por la suscripción pública de acciones y posterior reunión de junta constituyente en la que se decide la constitución de la sociedad.




    El plazo de inscripción de las sociedades de fundación simultánea es de dos meses a contar desde la fecha de su otorgamiento. El plazo de inscripción en el Registro Mercantil de la fundación sucesiva es el del mes siguiente a la celebración de la junta.
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Denominación social




    La sociedad anónima, como cualquier otro comerciante individual o colectivo, necesita poseer una denominación social o nombre comercial que la distinga de las demás sociedades y le sirva, además, para afirmar las transacciones mercantiles.




    La ley de Sociedades Anónimas sigue un sistema de amplia libertad para la elección de la denominación social. Ahora bien, la ley contiene dos declaraciones de carácter imperativo: en la denominación social deberá hacerse constar obligatoriamente las palabras «sociedad anónima» o las siglas S. A., y no puede coincidir con el de otra sociedad anteriormente registrada, ni ser tan semejante que pueda inducir a confusión.




    
La junta general




    La junta general es la reunión de accionistas debidamente convocados para deliberar y decidir por mayoría sobre determinados asuntos sociales propios de su competencia. Las juntas generales pueden ser ordinarias y extraordinarias. Son ordinarias aquellas juntas que deben reunir periódicamente a los socios; son extraordinarias aquellas cuya reunión no está prevista para épocas determinadas por la Ley o por los Estatutos.




    En la actuación de la junta debe distinguirse la convocatoria, la constitución y la decisión. Además de la convocatoria normal, que debe hacerse por los administradores, regula nuestra Ley la convocatoria judicial.




    La junta deberá constituirse en la localidad donde la sociedad tenga su domicilio social, y por ello, en primera convocatoria es necesario que concurran a ella bien la mayoría de los socios o bien un número de ellos que represente, por lo menos, la mitad del capital desembolsado. En segunda convocatoria será válida la constitución de la junta cualquiera que sea el número de socios concurrentes a la misma.




    Para la adopción de acuerdos será necesaria la deliberación, esto es, el derecho a deliberar, y que permite a los socios por escrito, con anterioridad a la junta o verbalmente durante la misma, recabar informes sobre asuntos a tratar. Posteriormente se emitirá el voto, expresión de un derecho social. La mayoría de votos decide el sentido del acuerdo, que es la expresión de la voluntad social.




    
Los administradores




    El órgano de representación y ejecución de la sociedad está constituido por los administradores. Cuando la administración se confiere conjuntamente a varias personas, surge un órgano colegiado llamado «Consejo de Administración».




    La competencia del Consejo queda en parte al arbitrio de los Estatutos, aunque la Ley también le impone determinadas funciones. El Consejo es órgano gestor y órgano representativo que se extenderá a todos los asuntos pertenecientes al giro o tráfico de la empresa.




    La Ley no exige especiales condiciones para ser nombrado administrador, pudiendo incluso no ser accionista. Por lo que se refiere al nombramiento, puede hacerse en la escritura fundacional o por la junta general de accionistas.




    No pueden ser administradores por prohibición legal: los concursados no rehabilitados, los quebrados, los menores e incapacitados, los condenados a penas que lleven aneja la inhabilitación para cargo público, los que hayan sido condenados por grave incumplimiento de leyes o disposiciones sociales y los que por razón de su cargo no puedan ejercer el comercio. Tampoco los funcionarios al servicio de la Administración con funciones a su cargo relacionadas con las actividades propias de las sociedades de que se trate.




    Los auditores constituyen el órgano de fiscalización que actúa mediante el examen y revisión del balance de cada ejercicio económico de la sociedad anónima. Su gestión es transitoria.




    
La acción en la sociedad anónima




    La Ley emplea la palabra acción en sentidos diversos.




    La acción como parte del capital. La acción es, ante todo, una de las partes en que se divide el capital social en la sociedad anónima. La división del capital en acciones es requisito de la constitución de la sociedad. Y como el capital social se expresa en dinero, la acción expresa al mismo tiempo una suma de dinero y una cuota o parte del capital social.




    La acción como derecho. La posesión de una acción atribuye a su titular el derecho de socio de la sociedad anónima; se trata de un derecho de naturaleza especialísima, cuyos caracteres son:




    — concede un derecho a ser socio (y, por consiguiente, a participar en la administración, emitir voto y participar en los beneficios) y a una cuota de liquidación;




    — es normalmente transferible sin necesidad de que preceda el consentimiento de la sociedad o de los demás socios;




    — es indivisible el valor numérico de las acciones, ya que la cualidad de socio que la acción atribuye es indivisible. Si por herencia o por cualquier otro título, la acción fuese adjudicada a varios, tendrían que nombrar entre ellos un representante que ejerciese unipersonalmente los derechos del socio.




    La acción como título. La cualidad de socio se incorpora a un documento, creando un título valor, que expresa necesariamente:




    — la denominación de la sociedad, su domicilio, datos identificadores, su inscripción en el Registro Mercantil y el número de identificación fiscal;




    — el valor nominal de la acción, el número y serie a que pertenece y su carácter ordinario o privilegiado, indicando en este caso el objeto del privilegio;




    — su condición de nominativa o al portador;




    — las restricciones a su libre transmisibilidad, cuando se hayan establecido;




    — la suma desembolsada o la indicación de estar la acción completamente liberada;




    — las prestaciones accesorias en el caso de que las lleven aparejadas;




    — la suscripción de uno o varios administradores. Si la acción es sin voto debe constar en el título.




    Clases




    Según el contenido de derechos, las acciones se clasifican en acciones comunes y acciones especiales. Se distinguen las clases siguientes:




    a) Acciones preferentes en sentido amplio. Son aquellas que conceden algún derecho distinto de los propios de las acciones ordinarias, sea sobre el dividendo, sea sobre el voto, sea sobre el patrimonio social al tiempo de su división.




    b) Acciones sin voto. Actualmente pueden emitirse acciones en las que su titular carece del derecho a votar en la junta general pero, en cambio, tiene derecho a una participación superior en el reparto de beneficios.




    c) Acciones de disfrute. Nacen por el deseo de no privar de participación en la sociedad a los accionistas de acciones amortizadas, para lo cual conservan estos accionistas las llamadas acciones de disfrute, que confieren derechos económicos, pero no administrativos.




    También por la manera de estar designado el titular se pueden clasificar las acciones en nominativas y al portador. Serán nominativas si designan como titular a una persona determinada, y al portador si designan como titular a la persona que tenga en sus manos el título.




    
Las obligaciones




    Uno de los medios a los que puede recurrir una sociedad para obtener capital, cuando el desembolsado no resulte suficiente para la consecución del objeto social, consiste en dirigirse al ahorro mediante la emisión de obligaciones. Gran parte de los autores piensan que es un contrato de préstamo, es decir, que la emisión de obligaciones representa sólo un préstamo que se hace a la sociedad, ya que la obligación es un título de crédito. De este modo, puede hablarse de un derecho de crédito que nace en la emisión de obligaciones o ser anterior a ella, porque la sociedad puede acudir a emisión para consolidar deudas anteriores a corto plazo, o incluso deudas vencidas, convirtiendo en obligaciones a los antiguos acreedores ordinarios.




    Las obligaciones pueden ser nominativas o al portador. Aparte de esta clasificación, puede hablarse de obligaciones con prima o sin ella, según se emitan o no por debajo de su valor nominal; de obligaciones ordinarias o con garantía; de obligaciones con interés fijo y con interés variable.




    Se impone con carácter necesario en toda emisión de obligaciones la constitución de una asociación de defensa o sindicato de obligacionistas y la designación, por la sociedad, de una persona que, con el nombre de Comisario, concurra al otorgamiento del contrato de emisión en nombre de los futuros obligacionistas.




    La organización interna del sindicato está montada sobre la base de un órgano deliberante, que es la asamblea, y otro representativo y de sanción, que es el comisario. La asamblea desempeña análoga función que la junta de accionistas. El comisario se elige inicialmente por la sociedad, pero una vez constituido el sindicato la asamblea de obligacionistas lo confirmará en el cargo o nombrará persona distinta. El comisario puede asistir, con voz pero sin voto, a las juntas generales de la sociedad emisora.




    
La sociedad unipersonal




    Tanto las sociedades limitadas como las anónimas pueden ser constituidas o devenir unipersonales, esto es, formadas por un único socio, persona física o jurídica.




    La constitución de una sociedad unipersonal, la declaración de tal situación como consecuencia de haber pasado un único socio a ser propietario de todas las participaciones o acciones sociales, la pérdida de tal situación o el cambio del socio único como consecuencia de haberse transmitido alguna o todas las participaciones o acciones, se harán constar en escritura pública que se inscribirá en el Registro Mercantil. En la inscripción se expresará necesariamente la identidad del socio único.




    En tanto subsista la situación de unipersonalidad, la sociedad hará constar expresamente su condición de unipersonal en toda su documentación, correspondencia, notas de pedido y facturas, así como en todos los anuncios que deba publicar por disposición legal o estatutaria.




    Los contratos celebrados entre el socio único y la sociedad deberán constar por escrito o en la forma documental que exija la ley de acuerdo con su naturaleza, y se transcribirán a un libro-registro de la sociedad que habrá de ser legalizado conforme a lo dispuesto para los libros de actas de las sociedades. En la memoria anual se hará referencia expresa e individualizada a estos contratos, con indicación de su naturaleza y condiciones.




    Transcurridos seis meses desde la adquisición por la sociedad del carácter unipersonal sin que esta circunstancia se hubiere inscrito en el Registro Mercantil, el socio único responderá personal, ilimitada y solidariamente de las deudas sociales contraídas durante el periodo de unipersonalidad. Inscrita la unipersonalidad, el socio único no responderá de las deudas contraídas con posterioridad.




    
La sociedad anónima europea




    En el año 1970 la Comisión Europea elaboró un proyecto de estatuto de sociedad anónima europea, y el Reglamento CEE n.º 2157/2001 del Consejo, de 8 de octubre de 2001, aprobó el Estatuto de la Sociedad Anónima Europea, imponiendo a los Estados miembros de la Unión Europea la obligación de adoptar todas aquellas disposiciones precisas para garantizar la efectividad de las normas de aplicación directa que en él se contienen.




    En nuestro país, al objeto cumplir este específico mandato respecto de las sociedades europeas que se domicilien en España, se ha dictado la Ley 19/2005, de 14 de noviembre, sobre la sociedad anónima europea domiciliada en España que ha añadido un capítulo, el XII, a la Ley de Sociedades Anónimas.




    La Sociedad Anónima Europea es una nueva forma societaria, común para los Estados miembros de la Unión Europea, con la cual se pretende que puedan existir sociedades de dimensión europea que no sufran los obstáculos derivados de la aplicación territorial limitada de las legislaciones nacionales aplicables a las empresas.




    La Sociedad Anónima Europea sólo se puede crear mediante fusión de sociedades con domicilio en diversos países europeos, por constitución de una sociedad de cartera o por constitución de una filial común.




    La sociedad anónima europea que tenga su domicilio en nuestro país se regirá por el ya citado Reglamento, por las disposiciones específicas de la Ley de Sociedades Anónimas y por la ley que regule los trabajadores en las sociedades anónimas europeas. La sociedad anónima europea deberá fijar su domicilio en España cuando su administración central se halle en territorio español.




    
La sociedad laboral




    Una sociedad laboral es, simplemente, una sociedad cuyo capital está en manos, por lo menos en su 51 %, de los propios trabajadores de la empresa.




    Estas sociedades, nacidas como medio para conservar los puestos de trabajo en situaciones de crisis, han experimentado una gran difusión durante las dos últimas décadas.




    Están reguladas por la Ley de Sociedades Laborales de 1997 y, en lo demás, les son de aplicación las normas de las sociedades anónimas o limitadas.




    
Características especiales




    Los rasgos que permiten distinguir una sociedad laboral de otra que no lo sea son, básicamente, los siguientes:




    — en su denominación o razón social deben figurar las palabras Sociedad Anónima Laboral (SAL), o Sociedad Limitada Laboral (SLL);




    — en ella pueden existir dos tipos de socios: trabajadores y capitalistas;




    — los socios trabajadores deben prestar sus servicios en la empresa en régimen de retribución directa, con contrato indefinido y dedicación completa;




    — los socios trabajadores deben poseer, en su conjunto, un 51 % del capital social, como mínimo;




    — los socios capitalistas pueden ser tanto personas físicas, como sociedades o entidades públicas o privadas;




    — las acciones deben ser siempre nominativas si se trata de una SAL, constando si su titular es trabajador de la empresa o no;




    — ningún socio (ni trabajador, ni capitalista) puede poseer acciones que lleguen a representar la tercera parte del capital social (excepto en el caso de que participen, como socios capitalistas, los entes de la Administración o las empresas públicas, cuya participación puede alcanzar hasta el 49 %);




    — el total de trabajadores de la empresa que no sean socios no puede exceder del 15 % de los socios trabajadores (o del 25 %, si la sociedad tiene menos de 25 de estos últimos).




    Salvando estas diferencias, su organización interna es la misma que la de una sociedad mercantil (junta general, consejo de administración, liquidadores, etc.). Y, como en ellas, la responsabilidad de los socios, tanto de los trabajadores como de los capitalistas, se limita a sus aportaciones al capital, quedando exentos de responsabilidad patrimonial particular por las deudas de la empresa.




    
Constitución




    El proceso de constitución de una sociedad laboral es, básicamente, el mismo que el de una sociedad mercantil. Es necesario otorgar la escritura fundacional, junto con los estatutos, en documento público.




    Cumplidos esos trámites, sólo queda:




    — liquidar el impuesto de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados (del que se benefician de una bonificación del 99 %);




    — solicitar la calificación e inscripción de la sociedad en el registro administrativo de sociedades laborales;




    — solicitar la calificación e inscripción en el Registro Mercantil.




    
Transmisión de las acciones




    La ley no impone ninguna limitación a la libre transmisibilidad de las acciones de los socios capitalistas (aunque sí pueden establecerlo los estatutos). Sólo hay que señalar que si quien las adquiere es otro socio, no debe sobrepasar la posesión de la tercera parte del capital social.




    En cambio, en los supuestos en que sea un socio trabajador quien desee enajenar sus acciones a quien no sea trabajador de la empresa con contrato por tiempo indefinido, la ley establece un derecho de adquisición preferente.




    — en primer lugar, a favor de los trabajadores que no son socios;




    — en segundo, de los otros socios trabajadores (en proporción inversa a su participación anterior);




    — en tercer lugar, de los socios capitalistas;




    — y, por último, al resto de trabajadores de la empresa sin contrato indefinido.




    Cada uno de esos grupos dispone de un plazo de treinta días para ejercer su derecho. Únicamente si ninguno de ellos hace uso del mismo y la propia sociedad no acuerda adquirirlas para sí misma, puede el socio trabajador vender sus acciones a personas ajenas a la sociedad.




    [image: ]




    
Beneficios fiscales y descalificación




    Las sociedades laborales, por su función social de conservar puestos de trabajo y favorecer la participación de los trabajadores en los beneficios de la empresa, cuentan con un trato fiscal más favorable que las normales. Esto se traduce en importantes bonificaciones en cuanto al impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados (de hasta el 99 % en ciertos casos) y el impuesto de sociedades.




    Sin embargo, si durante su existencia una SAL o SLL deja de reunir los requisitos que la ley le exige para ser considerada como tal (mayoría del capital en manos de los trabajadores, participación máxima de cada socio, porcentaje de trabajadores que no son socios, reservas, etc.), puede ser descalificada.




    Los inspectores de trabajo o los de hacienda, si comprueban alguna de estas circunstancias, lo comunicarán a la sociedad para que en el plazo de seis meses la corrija. Si no lo hace así, será descalificada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, dándola de baja del registro administrativo y comunicándolo al Registro Mercantil, donde constará que se ha convertido en una sociedad anónima ordinaria.




    Lo mismo sucede si son los socios quienes deciden voluntariamente transformar la SAL o SLL en una sociedad mercantil ordinaria o en otro tipo de sociedad, o fusionarse con otra, sin conservar la condición de SAL o SLL.




    En cualquier caso, la pérdida de su condición de «laboral», comporta también la de los beneficios fiscales que le son inherentes.




    
Sociedades cooperativas




    Los estudiosos han encontrado precedentes remotos del cooperativismo en distintas épocas y en zonas geográficas muy alejadas entre sí. Sin embargo, podemos afirmar que las sociedades cooperativas, tal y como las conocemos actualmente, tuvieron su origen en el siglo XIX, como alternativa al capitalismo. En la Constitución española de 1978, el artículo 129.2 ordena a los poderes públicos el fomento, mediante una legislación adecuada, de este tipo de sociedades.




    En una sociedad cooperativa se pretende que los socios se beneficien directamente de su propio esfuerzo de colaboración por medio de la ayuda mutua. Pero no se trata sólo de alcanzar metas puramente económicas: la finalidad última del cooperativismo es conseguir unas relaciones más justas y equitativas en el conjunto de la sociedad, así como promover el desarrollo humanístico y cultural.




    Se pueden definir las cooperativas como aquellas sociedades constituidas por personas que libremente se asocian para la realización de cualquier actividad económica de carácter lícito, encaminada a satisfacer sus necesidades y aspiraciones económicas y sociales, con estructura y funcionamiento democrático.




    
Regulación legal




    La legislación y el control en materia de cooperativismo en España es una de las competencias exclusivas que pueden ser asumidas por las distintas comunidades autónomas. Hasta la fecha lo han hecho, por ejemplo, el País Vasco, Cataluña, Andalucía y la Comunidad Valenciana.




    Por su parte, en el ámbito estatal existe la Ley 27/1999, de 16 de julio, que es de aplicación a las sociedades cooperativas que desarrollen su actividad por igual en el territorio de varias comunidades autónomas, así como las que la realicen principalmente en las ciudades de Ceuta y Melilla.




    Comentaremos las principales características de las sociedades cooperativas según la referida ley estatal de 1999, por lo que hay que tener en cuenta las posibles diferencias y peculiaridades existentes en la legislación autonómica. No obstante, se tratará de diferencias puntuales, puesto que en todo caso la legislación existente en esta materia se basa siempre en los principios internacionales del cooperativismo.




    
Principios del cooperativismo




    La Alianza Cooperativa Internacional (ACI) es la organización que engloba a las federaciones y confederaciones de cooperativas de todo el mundo. Su función es coordinar las tendencias del cooperativismo a escala internacional, promover su difusión y mantener los principios básicos que le dieron origen. En 1966, la ACI, formuló, en un congreso celebrado en Viena, unos principios actualizados del cooperativismo, que son los siguientes:




    1. Principio de puertas abiertas. Los socios tienen libertad tanto para adherirse como para darse de baja de una cooperativa. La admisión puede limitarse por condicionamientos técnicos, pero nunca por motivos políticos, sindicales, ideológicos, raciales, sexuales o sociales. Las cooperativas están abiertas a cualquier persona.




    2. Principio de democracia interna. Sin ningún tipo de excepción, en las cooperativas rige la norma de «un socio, un voto».




    3. Principio de estricta limitación a los intereses del capital. Debe tenerse en cuenta que una cooperativa no es una sociedad capitalista, por lo que si se acuerda establecer unos intereses a las aportaciones de capital, estos serán necesariamente limitados.




    4. Principio de retorno cooperativo. Se denomina así a la obligación de que los excedentes netos obtenidos por la sociedad (en la cooperativa no cabe hablar de beneficios o ganancias) se distribuyan entre los socios en proporción a la actividad que hayan llevado a cabo en las operaciones sociales.




    5. Principio de educación cooperativa. Consiste en la obligación de promover entre los socios la información sobre los aspectos económicos y sociales del cooperativismo y sus posibilidades de aplicación.




    6. Principio de colaboración. Se traduce en la promoción de relaciones de colaboración entre las cooperativas que están dedicadas a actividades del mismo ramo y, en el ámbito territorial, estimulando la creación de federaciones y confederaciones entre ellas.




    
Clases de cooperativas




    De una parte, existen las denominadas cooperativas de primer grado, formadas por personas físicas y, por otra parte, cooperativas de segundo grado que son las que se constituyen por dos o más cooperativas. Asimismo existen los llamados grupos cooperativos, que es el conjunto formado por varias cooperativas que ejercite facultades o emite instrucciones de obligado cumplimiento para las cooperativas agrupadas. Otras formas de colaboración económica son las agrupaciones, consorcios y uniones que las cooperativas pueden formar entre sí.




    Las sociedades cooperativas de primer grado podrán clasificarse de la siguiente forma, dependiendo de su actividad: de trabajo asociado, de consumidores y usuarios, de viviendas, agrarias, de explotación comunitaria de la tierra, de servicios, del mar, transportistas, de seguros, sanitarias, de enseñanza y de crédito.




    Las cooperativas de trabajo asociado son las que tienen por objeto proporcionar a sus socios puestos de trabajo, mediante su esfuerzo personal y directo, a tiempo parcial o completo, a través de la organización en común de la producción de bienes y servicios para terceros.




    Por su parte, las de consumidores y usuarios son las que tienen por objeto el suministro de bienes y servicios adquiridos a terceros o producidos por sí mismas, para uso o consumo de los socios y de quienes con ellos conviven, así como la educación, formación y defensa de los derechos de sus socios en particular y de los consumidores y usuarios en general.




    Para terminar con estos ejemplos, diremos que se denominan cooperativas de viviendas aquellas que asocian a personas físicas que precisen alojamiento y locales para sí y las personas que con ellas convivan. Asimismo, también podrán ser socios los entes públicos y las entidades sin ánimo de lucro que precisen alojamiento para aquellas personas que, dependientes de ellos, tengan que residir, por razón de su trabajo o función, en el entorno de una promoción cooperativa o que precisen locales para desarrollar sus actividades.
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Órganos de la sociedad cooperativa




    Los órganos de la sociedad cooperativa son los siguientes:




    — la asamblea general;




    — el consejo rector;




    — la intervención.




    Igualmente, la cooperativa podrá prever en sus estatutos la existencia de un comité de recursos y de otras instancias de carácter consultivo o asesor.




    La asamblea general es la reunión de los socios constituida con el objeto de deliberar y adoptar acuerdos sobre aquellos asuntos que, legal o estatutariamente, sean de su competencia, vinculando las decisiones adoptadas a todos los socios de la cooperativa.




    Las asambleas generales pueden ser ordinarias o extraordinarias. Las ordinarias son las que tienen por objeto principal examinar la gestión social y aprobar, si procede, las cuentas anuales. Podrá asimismo incluir en su orden del día cualquier otro asunto propio de la competencia de la asamblea. Las demás asambleas generales tendrán el carácter de extraordinarias.




    El consejo rector es el órgano colegiado de gobierno al que corresponde, al menos, la alta gestión, la supervisión de los directivos y la representación de la sociedad cooperativa, con sujeción a la ley, a los Estatutos y a la política general fijada por la asamblea general. No obstante, en aquellas cooperativas cuyo número de socios sea inferior a diez, los estatutos podrán establecer la existencia de un administrador único, persona física que ostente la condición de socio, que asumirá las competencias y funciones previstas en la ley para el consejo rector, su presidente y secretario.




    Corresponden al consejo rector cuantas facultades no estén reservadas por ley o por los estatutos a otros órganos sociales. Las facultades representativas del consejo rector se extenderán a todos los actos relacionados con las actividades que integren el objeto social de la cooperativa. El presidente del consejo rector y, en su caso, el vicepresidente, que lo será también de la cooperativa, ostentarán la representación legal de la misma.




    Los estatutos establecerán la composición del consejo rector, con un mínimo de tres miembros (presidente, vicepresidente y secretario) y un máximo de quince. No obstante, cuando la cooperativa tenga tres socios, el consejo rector estará formado por dos miembros, no existiendo el cargo de vicepresidente.




    La intervención es el órgano de fiscalización de la cooperativa y tiene como funciones, además de las que la ley le encomienda, aquellas que los estatutos le asignen. La intervención puede consultar y comprobar toda la documentación de la cooperativa y proceder a las verificaciones que estime necesarias.




    Una de las funciones que la ley reserva expresamente a los interventores es la comprobación y análisis (lo que se denomina técnicamente como la censura) de las cuentas anuales y del informe de gestión que debe aprobar la asamblea general. La única excepción la constituyen aquellas cooperativas que están sujetas a auditoría de cuentas obligatoria.




    
El asociacionismo cooperativo




    Las sociedades cooperativas podrán asociarse libre y voluntariamente en uniones, federaciones y confederaciones para la defensa y promoción de sus intereses, sin perjuicio de poder acogerse a otra fórmula asociativa, conforme al derecho de asociación reconocido en la constitución española.




    Las uniones de cooperativas estarán constituidas por, al menos, tres cooperativas de la misma clase y podrán integrarse en otra unión ya existente o constituir una nueva unión de cooperativas.




    Las federaciones podrán estar integradas por sociedades cooperativas o por uniones de cooperativas o por ambas. Para la constitución y funcionamiento de una federación de cooperativas será preciso que directamente o a través de uniones que la integren, asocien, al menos, diez cooperativas que no sean todas de la misma clase.




    Las uniones de cooperativas y las federaciones de cooperativas podrán asociarse en confederaciones de cooperativas. Para la constitución y funcionamiento de una confederación de cooperativas serán precisas, al menos, tres federaciones de cooperativas que agrupen a cooperativas de, al menos, tres comunidades autónomas, aunque la sede de tales federaciones no radique en otras tantas comunidades.




    
Transformación, fusión, escisión y disolución de las sociedades




    
Transformación




    La Ley prevé la transformación de las sociedades colectivas, comanditarias y de responsabilidad limitada en sociedades anónimas o de responsabilidad limitada, exigiéndose que se haga constar en escritura pública, en la que se deben dar todos los requisitos precisos para la constitución de la sociedad, e inscribirse en el Registro.




    
Fusión y escisión




    Fusión es la reunión de dos o más sociedades en una sola sociedad. Puede hablarse de fusión propiamente y de fusión por absorción.




    La fusión es la operación por la que, mediante la confusión de los patrimonios de dos o más sociedades que desaparecen, se crea una nueva, y absorción es la operación por la que una o más sociedades se engloban en una ya existente.




    El Código de comercio carece de una reglamentación general sobre la fusión, pero la Ley de Sociedades Anónimas establece una completa reglamentación. Establece que la fusión de una o más sociedades en una sociedad anónima se realizará acordando previamente, en cada una de ellas, su extinción y el traspaso en bloque de sus patrimonios a la sociedad anónima. El acuerdo de fusión, tratándose de sociedades anónimas, deberá ser adoptado con las formalidades establecidas para el aumento y disminución del capital social.




    La Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada establece la posibilidad de la fusión, tanto con otra sociedad limitada, como con una colectiva, comanditaria o anónima y su regulación es muy similar a la de las sociedades anónimas.




    La escisión es el proceso contrario: consiste en dividir el patrimonio, para crear otras sociedades nuevas, o ser absorbidas por otras preexistentes.




    
Disolución de las sociedades




    La disolución de cualquier tipo de sociedad representa su fin como persona jurídica, y es un fenómeno que exige un proceso en el que puede distinguirse:




    — una causa de disolución;




    — la disolución propiamente dicha;




    — la liquidación;




    — la división del haber en común.




    Las causas de disolución pueden ser comunes a todas o especiales de las colectivas, comanditarias, anónimas y de responsabilidad limitada.




    Causas comunes




    Las causas comunes las establece el artículo 221 del Código de comercio, y son:




    — cumplimiento del término, sin que sea posible su prórroga por la voluntad tácita o presente de los socios después de cumplido el término, y precisando, si quieren continuar la sociedad, celebrar nuevo contrato;




    — conclusión de la empresa que constituía el objeto de la sociedad, pues cumplido el fin para el que se ha hecho constar en los estatutos, ya no tiene razón de ser la sociedad, y cualquiera de los socios la puede alegar;




    — pérdida entera del capital que se poseía;




    — quiebra de la compañía;




    — por voluntad de los socios en la proporción señalada en los estatutos y, en su efecto, por unanimidad.




    Causas especiales




    Se consideran causas de disolución especiales de las sociedades colectivas y comanditarias las establecidas en el artículo 222 del Código de comercio:




    — muerte de un socio colectivo, salvo pacto de continuar con los herederos o de subsistencia con los socios sobrevivientes;




    — dolencia y otra causa de inhabilitación de un socio gestor para la administración de sus bienes;




    — quiebra de un socio colectivo.




    Cabe también la disolución de estas sociedades por voluntad de un socio, en caso de sociedad sin plazo de duración, sin que puedan oponerse los restantes salvo mala fe del que la propone.




    La vigente Ley de Sociedades Anónimas, regula lo relativo a las causas de disolución de las sociedades anónimas.




    Una vez acordada la disolución, se procederá a su liquidación, que son las operaciones que tienden a fijar el haber social divisible entre los socios. Se aplican las reglas establecidas en la escritura de constitución y, en su defecto, las siguientes:




    — cesa la representación de los socios administradores para contraer nuevas obligaciones.




    — la liquidación se realizará por los socios liquidadores;




    — la misión de los liquidadores es pagar las deudas de la sociedad, cobrar sus créditos pendientes y enajenar el patrimonio resultante;




    — el dinero así obtenido debe repartirse entre los socios en proporción al valor de sus acciones.




    Cuando haya terminado el proceso de liquidación según la normativa legal, debe solicitarse la baja en el Registro Mercantil, tras lo cual la sociedad se extingue y deja de existir legalmente.




    

      

        	

          Fusión por creación de nueva sociedad: las sociedades fusionadas desaparecen y se crea una nueva entidad.
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          Fusión por absorción de una sociedad por otra: la sociedad absorbida desaparece.
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          La escisión puede suponer que parte de una sociedad pase a formar parte de otra ya existente (cuadro 1) o que dos sociedades aporten parte de sus patrimonios a una sociedad de nueva creación (cuadro 2).
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Formas de colaboración entre empresas




    En el presente capítulo vamos a ofrecer una visión general de las formas más importantes que adopta la colaboración entre empresarios, centrando nuestra atención en las Uniones Temporales de Empresas (UTE) (reguladas mediante una Ley del año 1982) y las Agrupaciones de Interés Económico (AIE) con su variante denominada Agrupaciones Europeas de Interés Económico (AEIE).




    
Las uniones temporales de empresas




    Las UTE son sistemas de colaboración entre empresarios que carecen de personalidad jurídica propia, las cuales se establecen por un tiempo cierto no superior, en principio, a diez años, cuyo objeto es desarrollar o ejecutar una obra, un servicio o un suministro, así como todo lo que sea complementario o accesorio.
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          UTE A + B
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      La UTE no supone la desaparición de la personalidad jurídica de sus miembros


    




    Por ejemplo: puede crearse una UTE a fin de llevar a cabo la ejecución de una obra de tal envergadura que una sola empresa sea incapaz de acometer. Para este exclusivo fin, dos empresas constructoras se agrupan, sin que ello signifique que desaparezcan o se fusionen (de aquí que se diga que los miembros de la UTE conservan su personalidad jurídica).




    Los miembros de una UTE pueden ser tanto empresarios particulares como empresas y, en ambos casos, con residencia en España o en el extranjero.




    Para constituir una UTE debe otorgarse una escritura ante notario en la que conste claramente cuál será su objeto, la fecha de inicio de las operaciones y su duración, el domicilio de la UTE, la forma de financiar o sufragar las actividades comunes, el método de determinar la participación de los miembros de la UTE en la distribución de los resultados o en los ingresos y gastos, etc.




    Como resulta evidente, también deberá constar la denominación de la UTE de la siguiente manera, por ejemplo:




    ATRAM, S.A. – DIVAD, S.A.




    Unión Temporal de Empresas




    Ley de 26 de mayo de 1.982, número 18/82




    Aunque es habitual que se utilice un anagrama (siguiendo con el ejemplo: UTE ATRAM-DIVAD).




    Las UTE no se inscriben en el Registro Mercantil, pero si voluntariamente lo hacen en un registro administrativo que existe en el Ministerio de Economía y Hacienda pueden acogerse a un régimen fiscal específico.




    
Responsabilidad




    La responsabilidad de los miembros de la UTE será siempre solidaria e ilimitada frente a terceros por los actos y operaciones en beneficio del común, sin perjuicio del derecho de repetición que a las empresas miembros les asista, a fin de exigir responsabilidades a aquella que hubiere ocasionado tal responsabilidad: es decir, las reclamaciones podrán hacerse contra cualquiera de las empresas que formen la UTE (eso significa que la responsabilidad es solidaria) y sin que la empresa reclamada pueda alegar ningún pacto de limitación de responsabilidad.




    No se aplicará la solidaridad a los compromisos que cada empresa adquiera individualmente frente a terceros, aun cuando los mismos se contraigan, a efectos de cumplir sus obligaciones bajo los presentes Estatutos.




    
Derechos y obligaciones de sus miembros




    La participación de cada una de las empresas miembros de la UTE, en la totalidad de derechos y obligaciones, así como en los riesgos, beneficios o pérdidas, se fija, inicialmente, en proporción a sus respectivas cuotas. Es habitual que, para atender a los gastos comunes que conlleve la existencia y funcionamiento de la UTE, se establezca por las partes un fondo operativo.




    Cada uno de los miembros de la UTE asume la obligación de realizar los trabajos o servicios que le correspondan dentro del proyecto que constituye el objeto de aquella, y según los acuerdos preexistentes entre las diversas partes.




    Gerente y otros órganos




    Las UTE deben nombrar un gerente, con domicilio fiscal en España y que será quien actúe en su nombre. En sus relaciones con terceros, el gerente estará atribuido de las más amplias facultades de representación, para actuar en nombre de las empresas asociadas, a cuyo fin, estas, por el hecho del otorgamiento de la escritura pública de constitución de la UTE, se le confieren poderes suficientes para ejercitar los derechos y asumir las obligaciones necesarias para la consecución de los fines que constituyen el objeto de aquella en todos los actos y contratos que suscriba en representación de la misma.




    Además, en el orden interno, las UTE pueden prever la existencia de un Comité de Gerencia, normalmente compuesto en partes iguales por las empresas miembro.




    Si existe dicho comité, en los estatutos de la UTE debe especificarse cuál es su cometido (por ejemplo: examinar la marcha económica del proyecto, fijar las directrices para el desarrollo del mismo, estudiar y, en su caso, aprobar los planes y previsiones de futuro), su funcionamiento (periodicidad de sus reuniones, convocatoria de estas, forma de adoptar los acuerdos, etc.) y la eventual existencia de cargos en su seno (un presidente y un secretario, etc.).




    La UTE deberá llevar una contabilidad separada de la de sus miembros que permita conocer, en todo momento, el detalle de sus operaciones y la situación económica de la misma. Será responsabilidad del Gerente la llevanza y custodia de los libros de contabilidad y el cumplimiento de las obligaciones contables y fiscales impuestas en las leyes. Los libros de contabilidad estarán en todo momento a disposición de cualquiera de los partícipes de la UTE a efectos de su examen.




    Antes de la fecha que estatutariamente se determine, se formará, con carácter anual, por el gerente, el balance anual y la cuenta de pérdidas y ganancias de la UTE que serán sometidos a la aprobación de las empresas asociadas.




    
Disolución y liquidación




    La causa más usual de disolución de la UTE es la finalización de su objeto (si bien quedará subsistiendo el tiempo preciso para el cumplimiento de las obligaciones y el ejercicio de los derechos dimanantes de aquel), por el transcurso del plazo previsto en sus propios Estatutos o por acuerdo de las empresas partícipes.




    Es importante tener en cuenta que, producida la disolución, se abrirá el periodo de liquidación de la UTE, cesando el gerente y nombrándose un liquidador por las empresas partícipes, pudiendo corresponder tal condición de liquidador al propio gerente, quien tendrá todas las facultades, en su caso, necesarias para llevar a cabo la misma.




    Terminada la liquidación, el liquidador rendirá cuentas de su gestión a los miembros de la UTE.




    
Las agrupaciones de interés económico




    Las AIE —que se regulan mediante una Ley del año 1991— son asociaciones de empresarios, agricultores o artesanos (ya sean particulares o sociedades), profesionales liberales (arquitectos, abogados, etc.) o entidades lucrativas dedicadas a la investigación que se unen para facilitar el buen desarrollo o mejorar la actividad de sus socios. Las AIE han sustituido lo que anteriormente se conocía como Agrupación de Empresas. Se consideran muy beneficiosas para todos aquellos supuestos en que se considere interesante agrupar actuaciones empresariales que tengan por objeto la promoción de diversas actividades económicas.




    Pese a que las AIE tienen personalidad jurídica propia, su actividad es totalmente auxiliar a la de sus miembros, con la debida separación en relación con estos. Es decir: los miembros de una AIE superponen una parte de sus actividades económicas desarrollando funciones nuevas y complementarias. La participación en una AIE no supone la desaparición de sus miembros (no estamos ante una fusión o una liquidación) sino que se trata de una puesta en común de determinadas y concretas funciones: es un instrumento de mera cooperación, no de integración.




    Característica esencial de las AIE la constituye su carencia de ánimo de lucro para sí mismas: en otras palabras, los beneficios que pudieran obtener serían imputables a sus socios. Puesto que no se trata de verdaderas sociedades, como ya ha quedado claro, no se exige a los miembros de la AIE que efectúen aportación alguna de fondos.




    La constitución de las AIE debe efectuarse ante notario, mediante escritura pública, que tendrá acceso al Registro Mercantil. El contenido mínimo de la escritura es muy reducido, puesto que es suficiente con que se haga constar la identidad de los socios, la denominación de la AIE, su duración, su domicilio, sus administradores y su capital sólo si lo tuviere. Con carácter potestavivo, se pueden incluir otras menciones como, por ejemplo, la forma de adoptar los acuerdos o determinadas causas de disolución de la AIE.




    La administración y representación de las AIE presenta el rasgo de su agilidad, puesto que pueden ostentar tal cargo no sólo personas físicas (particulares) sino también personas jurídicas (sociedades, las cuales deberán actuar, como es evidente, mediante la persona física que designen). Si se acuerda que existan varios administradores, es perfectamente posible que estos actúen de manera indistinta (o lo que es lo mismo, solidaria), excepto que en la misma escritura de constitución de la AIE se prevea con carácter expreso que su actuación deba ser conjunta (o mancomunada, que es la expresión técnica jurídica).




    Es importante mencionar, por último, que las AIE gozan de un régimen fiscal cuyas ventajas han motivado que, en los últimos años, sea esta una figura en crecimiento.




    
Las agrupaciones europeas de interés económico




    Las AEIE son un novedoso instrumento jurídico cuyo objeto es facilitar la cooperación transnacional entre las empresas europeas. En pocas palabras, podemos decir que viene a ser como una AIE pero a escala europea (transnacional), es decir, cuyos socios son de nacionalidades distintas.




    El origen de estas asociaciones europeas cabe buscarlo en normas dictadas por el Consejo de Ministros de la Comunidad Europea, aunque desde el año 1991 existe una ley española que las regula.




    Para constituir una AEIE es necesario que se suscriba un contrato escrito en el que conste, sin ningún género de dudas, la voluntad de sus miembros de ser tal su voluntad y que el mismo sea objeto de inscripción en un registro específico que existe al respecto.




    Como órganos obligatorios de la AEIE sólo están previstos la asamblea (órgano decisorio) y los administradores (órgano de gestión), pese a que, con carácter potestativo, puedan existir otros.




    En cuanto al régimen fiscal de las AEIE debe tenerse en cuenta que a cada miembro le serán de aplicación las normas propias de su país, puesto que las AEIE no son, por sí mismas, sujetos pasivos.




    
El Registro Mercantil




    El Registro tiene por objeto la inscripción de los comerciantes o empresarios mercantiles individuales.




    
Fines




    Siendo el Registro Mercantil un instrumento de publicidad, que sirve de garantía suficiente para todos los que se interesan en las operaciones mercantiles, debe distinguirse en la misma una finalidad próxima y otra remota. La finalidad inmediata de la publicación es dar certidumbre a las relaciones de responsabilidad. Por ello, se inscriben los hechos de significación para la responsabilidad, como el nombre, razón social, apoderamientos, el aumento y la disminución del capital social, etc. La finalidad mediata o remota del Registro no es otra que la protección del comerciante a la del tercero.




    De la publicidad podemos hablar en sentido formal o en sentido material. Cuando decimos que el Registro es público, queremos decir que toda persona tiene acceso al Registro para tomar conocimiento de los datos que en él constan y tengan interés para el consultante. Esta publicidad se hace efectiva a través de tres formas:




    — exhibición de las hojas registrables;




    — nota simple o informativa;




    — certificación expedida por el registrador, único modo de acreditar fehacientemente el contenido de los asientos registrales.




    Cuando nos referimos a la publicidad material, queremos expresar que el hecho inscrito se supone para todos, mientras que el inscribible no inscrito se considera inexistente frente a tercero. Dice el artículo 7 del Reglamento del Registro que se presume que el contenido de los libros del Registro es conocido por todos y no podrá invocarse su ignorancia.




    Estos efectos materiales de la publicidad descansan sobre la validez del acto inscrito, y para garantizar esta validez se impone al registrador el deber de calificar, con referencia a los títulos presentados, la competencia y facultades de quien autoriza o suscribe, la legalidad de la forma y contenido de los documentos. Esta función calificadora permite la presunción de que el contenido de los asientos registrales no sólo es exacto sino también válido. Constituye esta presunción el principio de legitimación de lo inscrito.




    Podemos, en consecuencia, decir que el Registro Mercantil se apoya sobre los principios de publicidad, legalidad y legitimación.




    

      

        	

          El Registro Mercantil es un órgano público…
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          ... porque exhibe sus libros


        



        	

           


        



        	

          ... porque libra notas simples de sus inscripciones


        



        	

           


        



        	

          ... porque emite certificados de lo inscrito en él


        

      



    




    
La letra de cambio




    
Caracteres de la letra de cambio




    La letra de cambio es un título eminentemente formalista, ya que su validez y eficacia se hallan supeditadas a que el documento o título cumpla una serie de determinados requisitos. Si estos no se dieran, el documento no se considerará letra de cambio.




    Se trata de un título completo en sí mismo, es decir, que es válido por sí mismo, ya que no tiene que hacer referencia a otros documentos que le hayan podido dar origen. Habrá de contener una obligación de pago, que habrá de ser en moneda, nunca en especie. El pago en moneda podrá ser indicado en moneda nacional, o bien en moneda extranjera.




    La suma que deberá pagarse habrá de ser siempre cierta, nunca una cantidad indeterminada.




    El pago de la letra de cambio, habrá de hacerse en el día de su vencimiento, que podrá ser:




    — a fecha fija;




    — a un plazo contado desde la fecha;




    — a la vista;




    — a un plazo contado desde la vista.




    Las letras de cambio que indiquen otros vencimientos, o vencimientos sucesivos, serán nulas.




    Habrá de hacerse efectiva a la persona que en principio esté designada en el documento o, a la orden de esta, a otra persona distinta que también debe designarse en el título.




    
La forma de la letra de cambio




    La declaración cambiaria fundamental, o lo que es igual, la creación de la letra de cambio, ha de hacerse de conformidad a un esquema formal determinado por la Ley. La creación de la letra de cambio, que hemos señalado ya, es un acto eminentemente formalista que exige el exacto cumplimiento de una serie de requisitos para la constitución o nacimiento válido de las obligaciones cambiarias.




    Este rigor formalista viene dado por los artículos primero, segundo, séptimo, decimosegundo, decimotercero, nonagésimo noveno y en la Disposición Final primera de la Ley Cambiaria (Ley 19/1985 de 16 de julio).




    
Requisitos formales relativos al título




    Son los siguientes:




    — la denominación de letra de cambio inserta en el texto mismo del título, expresada en el idioma empleado para su redacción;




    — el mandato puro y simple de pagar una suma determinada en pesetas o moneda extranjera convertible admitida a cotización oficial;




    — el nombre de la persona que ha de pagar, denominada librado;




    — la indicación del vencimiento;




    — el lugar en que se ha de efectuar el pago;




    — el nombre de la persona a quien se ha de hacer el pago o a cuya orden se ha de efectuar;




    — la fecha y el lugar en que la letra se libra;




    — la firma del que emite la letra, denominado librador.




    Como hemos indicado, la letra o documento que carezca de alguno de los requisitos que se han indicado no se considerará letra de cambio, salvo en los casos comprendidos a continuación:




    — cuando en la letra de cambio no se haya consignado la fecha de su vencimiento, se entenderá que la misma es pagadera a la vista;




    — a falta de una indicación expresa y especial, el lugar designado junto al nombre del librado se considerará como el lugar de pago y, al mismo tiempo, como lugar del domicilio del librado;




    — igualmente, la letra de cambio que no indique el lugar de su emisión se considerará librada en el lugar designado junto al nombre del librador.




    Finalmente, hay que señalar que cuando en una letra de cambio figure escrito el importe de la misma en letra y en números, en caso de que dichas cantidades no coincidan, será válida siempre la cantidad que figure escrita en letra.




    Por otra parte, la letra de cambio cuyo importe esté escrito varias veces por sumas diferentes, ya sea en letras, ya sea en números, será tan sólo válida por la cantidad menor que en ella figure.




    
El endoso




    Podemos definir el endoso como aquella declaración formal y solemne que hace el acreedor de la letra de cambio, en virtud de la cual ordena al obligado para que realice el pago de dicha letra a otra persona, designada por el acreedor.




    Así pues, la letra de cambio, aunque no esté expresamente librada a la orden, será transmisible por endoso.




    No obstante, cuando el librador de la letra de cambio haya escrito en la misma las palabras «no a la orden», o cualquier otra expresión equivalente a esta, la letra no se podrá transmitir a no ser en la forma y con los mismos efectos que una cesión.




    El endoso podrá hacerse a favor de cualquiera de las personas obligadas en la letra, que a su vez podrán endosarla de nuevo.




    La forma del endoso




    El endoso de la letra de cambio, deberá ser total, puro y simple y toda condición a la que aparezca subordinado se considerará como no escrita, es decir, la ley prohíbe explícitamente el endoso condicional de la letra de cambio. Igualmente al ser necesariamente puro y simple, el endoso parcial será nulo.




    El endoso hecho al portador, equivale al endoso en blanco. Será por lo tanto endoso en blanco aquel que no designe al endosatario o consista simplemente en la firma del endosante. En este último caso, para que el endoso sea válido, deberá estar escrito al dorso de la letra de cambio.




    El endoso deberá escribirse en la letra de cambio o en su suplemento, y será firmado por el endosante. El endoso transmite todos los derechos resultantes de la letra de cambio, y por lo tanto, cuando el endoso se haya hecho en blanco, el tenedor de la letra de cambio, podrá:




    — completar el endoso en blanco con su nombre o con el de otra persona;




    — endosar la letra nuevamente en blanco o hacerlo designando un endosatario determinado;




    — entregar la letra a un tercero, sin completar el endoso en blanco y sin endosarla.




    El endosante de la letra de cambio puede prohibir un nuevo endoso, y caso de que así lo hiciera, no responderá frente a las personas a quienes posteriormente se les haya endosado la letra de cambio.




    
La provisión de fondos




    La provisión de fondos puede considerarse como la obligación del librador de la letra de cambio, de poner a disposición del librado los fondos que son necesarios que pueda atender el pago de la letra.




    Es por esto que la provisión de fondos pueda verse como la efectiva remisión de valores al librado para que pueda pagar la letra o tenga garantía de su reembolso, o como el crédito que el librador tiene contra el librado, quien al pagar la letra, paga la deuda.




    
La aceptación de la letra de cambio




    La aceptación de la letra de cambio es una de las declaraciones cambiarias que pueden ser incorporadas al documento tras su creación.




    La aceptación es una declaración solemne y formal que realiza el librado asumiendo la obligación de pagar la letra; es pues el compromiso de cumplir el mandato de pago recibido del librador. El librador, el tenedor o el simple portador de la letra de cambio podrá presentarla a la aceptación del librado en el lugar de su domicilio, y hasta la fecha de su vencimiento.




    La aceptación, será pura y simple, pero el librado podrá limitarla a una parte de la cantidad expresada en la letra. Cualquier otra modificación introducida en la aceptación en el texto de la letra de cambio equivaldrá a una negativa de aceptación.




    La aceptación de la letra se escribirá en esta mediante la palabra acepto o cualquier otra equivalente e irá firmada por el librado. La simple firma de este, puesta en el anverso de la letra equivale a la aceptación.




    Cuando la letra sea pagadera a cierto plazo desde la vista, o cuando deba presentarse a la aceptación en un plazo fijado por una estipulación especial, la aceptación deberá llevar la fecha del día en que se haya dado, a no ser que el portador exija que se fije la fecha del día de la presentación. A falta de fecha, el portador, para conservar sus derechos contra los endosantes y contra el librador, hará constar esa omisión mediante protesto, levantado en tiempo hábil.




    A falta de pago, el tenedor, aunque sea el propio librador, tendrá contra el aceptante la acción directa derivada de la letra de cambio para reclamar sin necesidad de protesto, tanto por la vía ordinaria como por la vía ejecutiva.




    
El aval




    El aval es una garantía extrínseca, externa y directa que garantiza el pago de la letra de cambio. Quien avala responde subsidiariamente del pago.




    Así, dice la Ley que el pago de una letra podrá garantizarse mediante aval, ya sea por la totalidad o por parte de su importe. Esta garantía, puede prestarla tanto un tercero ajeno a la letra, como uno de los firmantes que aparecen en la misma.




    El aval podrá suscribirse incluso después del vencimiento de la letra y denegación de pago de la misma, siempre que al otorgarse no hubiere quedado liberado ya el avalado de su obligación cambiaria.




    El aval ha de hacerse constar en la letra o en su suplemento. Se expresará mediante las palabras «por aval» o cualquier otra fórmula que equivalga a esta, e irá firmada por el avalista.




    La simple firma de una persona puesta en el anverso de la letra de cambio vale como aval, siempre que no se trate de la firma del librado o del librador. El aval deberá indicar la persona a la que se avala, y si no se indicara, se entenderá avalado el aceptante y en defecto de este, el librador de la letra.




    El aval, como se ha señalado, deberá siempre figurar en la letra de cambio, ya que no producirá efectos cambiarios el aval que se haga en documento aparte.




    Con el aval, el avalista, responde de igual manera que la persona a la que se ha avalado y no podrá poner las excepciones personales de este. Será válido el aval aunque la obligación garantizada fuese nula por cualquier causa, siempre y cuando no sea la de vicio de forma.




    Cuando el avalista sea el que pague la letra de cambio, adquirirá para sí los derechos derivados de dicha letra, contra la persona o personas que sean responsables cambiariamente respecto de esta última.




    
El protesto




    El protesto, es un acto de carácter público y formal mediante el que se hace constar por parte del tenedor de la letra de cambio, la falta de aceptación o de pago. Así, la Ley Cambiaria, señala que la falta de aceptación o de pago deberá hacerse constar mediante protesto levantado conforme a las indicaciones de la propia ley, y que a continuación pasamos a señalar.




    Produce todos los efectos cambiarios del protesto la declaración que conste en la propia letra, firmada y fechada por el librado en la que se deniegue la aceptación, así como la declaración, con los mismos requisitos, del domiciliatario o, en su caso, de la cámara de compensación, en la que se deniegue el pago, salvo que el librador hubiese exigido expresamente en la letra el levantamiento de protesta notarial. A este vamos a dedicar nuestra atención seguidamente.




    El protesto notarial por falta de aceptación deberá hacerse dentro de los plazos fijados para la presentación a la aceptación, o de los cinco días hábiles siguientes a su terminación.




    El protesto de una letra de cambio por falta de pago, siempre que su vencimiento sea a fecha fija, o a cierto plazo desde su fecha o desde la vista, deberá hacerse en uno de los cinco días hábiles siguientes al del vencimiento.




    Cuando se efectúe el protesto por falta de aceptación, este, eximirá de la presentación al pago y del protesto por falta de pago.




    La declaración de quedar protestada una letra, o del protesto, deberá ser hecha por el notario dentro de estos plazos indicados anteriormente, mediante un acta en la que se copiará o reproducirá la letra.




    En estos dos días hábiles siguientes, el notario notificará el protesto al librado, mediante un acta en la que se copiará o reproducirá la letra.




    En estos dos días hábiles siguientes, el notario notificará el protesto al librado, mediante una cédula extendida en papel común, en los que figurarán su nombre, apellidos y la dirección de su despacho. En esta cédula se copiará también, o se reproducirá la letra y se indicará al librado el plazo de que dispone para examinar el original de la letra de cambio, que estará depositado en la Notaría, a fin de que pueda aceptarla, o pagarla, según los casos, o hacer manifestaciones congruentes con el protesto.




    Sin tener en cuenta la hora en que se hubiera efectuado esta notificación, el notario retendrá en su poder la letra de cambio, sin entregar esta ni testimonio alguno del protesto efectuado al tenedor, hasta las dos del mediodía, es decir, las catorce horas del segundo día hábil siguiente al de la notificación.




    Si el protesto fuera por falta de pago y el pagador se presentara antes de la expiración de este último plazo para satisfacer el importe de la letra de cambio y los gastos del protesto, el Notario habrá de admitir el pago, haciéndole entrega de la letra, con una diligencia en la misma y en el acta, de haberse pagado la letra y cancelado el protesto.




    De la misma forma, si el protesto fuese por falta de aceptación, la cancelación se anotará en el acta, si la letra fuese aceptada.




    Una vez efectuado el protesto, el tenedor de la letra de cambio deberá comunicar la falta de aceptación o de pago a su endosante y al librador dentro del plazo de ocho días hábiles. Este plazo se computará de la forma siguiente:




    — en el caso de protesto notarial, desde la fecha del mismo;




    — en caso de declaración que conste en la propia letra, desde la fecha en que en ella conste;




    — en el caso de la cláusula de devolución «sin gastos», desde la fecha de presentación de la letra.




    Dentro de los dos días hábiles siguientes a la fecha en que el endosante haya recibido la comunicación, deberá a su vez comunicarlo a su endosante, si existiera, indicándole los nombres y direcciones de aquellos que hubiesen dado las comunicaciones precedentes. Esta misma obligación corresponderá a todos los endosantes, hasta llegar al librador.




    Toda comunicación que al efecto se realice a un firmante de la letra de cambio deberá hacerse en el mismo plazo a su avalista. Si no consta su dirección, la comunicación deberá ser realizada por el avalado.




    Quien no hubiese efectuado estas comunicaciones a que nos hemos estado refiriendo hasta el momento, dentro de los plazos indicados, conservará su acción, pero será responsable, si se diese el caso, de los perjuicios causados por su negligencia. No obstante, lo que se le pueda reclamar por daños y perjuicios, no podrá ser nunca superior al importe de la letra de cambio.




    El tenedor de la letra de cambio, podrá reclamar contra las personas frente a las que ejercite su acción:




    — el importe de la letra de cambio no aceptada o no pagada, con los intereses en ella indicados, si se hubiesen pactado;




    — los réditos de la anterior cantidad que se hubiesen devengado desde la fecha del vencimiento de la letra, calculados al tipo del interés legal del dinero, incrementado en dos puntos;




    — todos los demás gastos que se hubiesen producido, incluidos los del protesto y los efectuados con ocasión de las comunicaciones.




    Igualmente, quien haya reembolsado la letra de cambio, podrá reclamar de las personas que sean responsables frente a él:




    — la cantidad total íntegra que haya pagado por todos los conceptos;




    — los intereses de dicha cantidad, calculados al interés legal del dinero, aumentado en dos puntos, a partir de la fecha del pago;




    — los gastos que se haya visto obligado a realizar.




    
Excepciones contra la acción cambiaria




    El deudor cambiario podrá oponer al tenedor de la letra de cambio todas las excepciones basadas en sus relaciones personales con él.




    También podrá oponer aquellas excepciones personales que él tenga frente a los tenedores anteriores si, al adquirir la letra, el tenedor procedió a sabiendas, en perjuicio del deudor.




    Aquel contra quien se dirija una acción cambiaria, podrá oponer las siguientes excepciones:




    — la inexistencia o falta de validez de su propia declaración cambiaria, incluida la falsedad de la firma;




    — la falta de legitimación del tenedor o de las formalidades necesarias de la letra de cambio, conforme a lo que dispone la Ley Cambiaria de 16 de julio de 1985;




    — la extinción del crédito cambiario cuyo cumplimiento se exige al demandado.




    Frente al ejercicio de la acción cambiaria, sólo serán admisibles estas tres excepciones que se han enumerado, y por lo tanto no podrán ser consideradas excepciones, incluso aunque la acción cambiaria se ejercite por vía ejecutiva, las señaladas en el artículo 1.464 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ni las expresadas en el número uno y en el número dos del artículo 1.467 del mismo texto legal.




    
Tarifas de las letras de cambio




    Las letras de cambio deben extenderse en el efecto de la clase que corresponda a su cuantía y, en la actualidad, deben seguir las indicaciones especificadas por la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (Real Decreto Legislativo 1/1993).




    Debe tenerse en cuenta que cuando el importe de la letra exceda de 32.000.000 de pesetas, tendrán que añadirse 3 pesetas más por cada mil o fracción de exceso, que se liquidarán siempre en metálico. La falta de presentación a liquidación dentro de plazo implicará también la pérdida de la fuerza ejecutiva que a la letra de cambio le atribuye la ley.
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    La introducción del euro ha aconsejado la aprobación de un nuevo modelo de letra de cambio que mejora el modelo que estaba en circulación desde el año 1986 y que incluye un espacio reservado expresamente para especificar la moneda en que se libra la letra y el importe del timbre, tanto en pesetas como su equivalente en euros. No obstante, los trámites que se realicen de acuerdo con la normativa de 1986 son plenamente válidos a todos los efectos y podrán seguirse utilizando hasta que se agoten sus existencias.




    
Los bancos y las cajas de ahorro




    
El Banco de España




    En los manuales de teoría económica suele denominarse banco central de un país al banco oficial que, en el mismo, monopoliza la emisión de billetes de banco, las reservas de divisas, el control de la banca privada y, en general, la ejecución de la política monetaria del Gobierno.




    Es preciso señalar que en España, el banco central es, en este sentido, el Banco de España, desde 1874. Esta calificación del Banco de España como banco central no debe inducir a error respecto a la entidad Banco Central-Hispano que es un banco privado, completamente ajeno a las instituciones oficiales.




    En la actualidad, y tras las sucesivas reformas de las que ha sido objeto, el Banco de España asume una serie de funciones básicas en nuestro sistema financiero. De ellas, algunas son típicamente bancarias, mientras que otras son de asesoramiento y ejecución de la política monetaria y crediticia del Gobierno.




    Entre las funciones bancarias cabe destacar:




    — emisión y retirada de circulación de los billetes de curso legal (la moneda metálica la emite el Tesoro, pero es el Banco de España quien la pone en circulación);




    — centralización de las reservas nacionales de oro y divisas;




    — control de los pagos al y del extranjero;




    — concesión de créditos a los bancos y cajas de ahorro, y centralización de los depósitos legales de estos;




    — concesión de ayudas a los intermediarios financieros con problemas de tesorería.




    Y entre las no bancarias:




    — asesoría del Gobierno en materia de política monetaria;




    — inspección del funcionamiento y actividades de la banca privada y de otras entidades financieras;




    — centralización de la información de las operaciones crediticias efectuadas por todas las entidades financieras (conocida como Central de Riesgos);




    — elaboración de estadísticas bancarias y monetarias.




    
Instituciones oficiales de crédito




    El crédito oficial consiste en la concesión de préstamos por parte del Estado a los entes locales, a empresas privadas (si realizan actividades consideradas de interés y dignas de apoyo) y a simples particulares (para adquisición y rehabilitación de viviendas, sobre todo).




    La concesión del crédito oficial en España se organiza según el esquema institucional siguiente.




    1. El Gobierno (consejo de ministros). Sus competencias consisten en establecer las normas generales para decidir la asignación de los recursos disponibles para el crédito oficial de las operaciones activas y en decidir la concesión de créditos especiales.




    2. El ministerio de Hacienda. Siguiendo las directrices acordadas por el Gobierno en pleno, es el encargado de fijar los tipos de interés de los fondos que el Tesoro ha de facilitar al Instituto de Crédito Oficial, y de los que este facilite a las demás entidades que de él dependen.




    3. El Instituto de Crédito Oficial. Esta entidad, bajo la tutela del ministerio de Hacienda, es la encargada de la coordinación, inspección y control de las diferentes entidades oficiales de crédito, así como de proveerlas de los recursos asignados. Son los siguientes:




    — Caja Central de Crédito Marítimo y Pesquero;




    — Banco de Crédito Industrial;




    — Banco de Crédito Agrícola;




    — Banco Exterior de España;




    — Banco de Crédito Local.




    Estas entidades son las encargadas de facilitar el crédito a los interesados, de acuerdo con las directrices recibidas, y cada una en el sector de actividades que tiene asignado.




    La ventaja que representa poder acudir a estas instituciones es que conceden créditos a medio y largo plazo, difíciles de obtener en la banca privada, y a intereses más reducidos que los de esta.




    
Los bancos privados




    Los bancos privados son sociedades anónimas cuyo objeto es la captación del ahorro de los particulares y su canalización en forma de concesión de créditos a la inversión y al consumo.




    Casi el 80 % de los recursos de la banca privada provienen de los depósitos que realizan en ellos sus clientes. Existen tres tipos de depósito.




    1. Depósito a la vista. Son los que se realizan por medio de un contrato de cuenta corriente, en el que el cliente puede retirar personalmente sus fondos o realizar pagos por medio del talonario de cheques de que dispone.




    2. Depósitos de ahorro. En ellos el cliente dispone de una libreta en la que se anota el saldo disponible, que le permite retirar fondos personalmente, pero no pagar con ella a otras personas.




    3. Depósitos a plazo fijo. En los que el cliente no puede disponer de la cantidad depositada durante el plazo convenido.




    El interés con que se remuneran estos depósitos depende de la modalidad elegida, de la cantidad depositada y de su liquidez, es decir, de la mayor o menor facilidad con que el cliente puede retirar sus fondos.




    En cuanto al, aproximadamente, 20 % restante de los recursos de los bancos, proviene de diversas fuentes: sus propios fondos, los que captan en el mercado interbancario, los créditos concedidos por el Banco de España, participaciones en empresas filiales, etcétera.




    Los fondos así conseguidos son utilizados por los bancos en lo que se denominan empleos. Entre ellos, hay que distinguir los empleos no rentables de los que sí lo son.




    1. Empleos no rentables. Están constituidos por el dinero líquido que los bancos conservan en su poder. Su cuantía es libre, pero tiene unos límites mínimos: los exigidos por el Gobierno como garantía de solvencia y según los fines de su política monetaria, a lo que ya se ha aludido en el primer epígrafe de este tema.




    En la actualidad existen dos coeficientes obligatorios:




    — el coeficiente de caja, respecto a los depósitos a la vista (5,75 %);




    — el coeficiente de depósitos remunerados (3 %).




    Lógicamente, mantener esas cantidades de dinero en su poder, líquidas, no le proporciona al banco ninguna rentabilidad. De ahí su nombre.




    2. Empleos rentables. Los empleos rentables son aquellos que proporcionan al banco algún beneficio. Pero, de ellos, algunos son decididos libremente por cada banco, mientras que otros les son impuestos obligatoriamente por las autoridades monetarias o financieras.




    Las inversiones obligatorias no llegan al 25 %, pero su rentabilidad es baja (oscila en torno al 6 %). Consisten en deuda pública, cédulas y bonos del Instituto de Crédito Oficial, y otros títulos de empresas públicas o privadas, consideradas de interés social. Esto origina los llamados circuitos privilegiados de financiación.




    Las inversiones libres están dirigidas a la financiación de la economía privada, bajo diferentes formas: concesión de créditos, descuento de letras, adquisición de acciones y obligaciones de sociedades, etc. La rentabilidad de tales inversiones depende, como es lógico, de que hayan sido correctamente seleccionadas por los expertos del banco.




    En la actualidad, los bancos privados se van convirtiendo, cada vez más, en entes prestadores de diferentes servicios. Entre ellos cabe destacar la domiciliación y pago de recibos, el adelanto de pensiones, la creación de fondos y planes de jubilación, la adquisición de valores bursátiles, la emisión de tarjetas de crédito, etc.




    
Las cajas de ahorro




    Las cajas de ahorro son entidades que, al igual que los bancos, ejercen una importante función como intermediarios financieros. Sus actividades son similares a las de la banca privada, pero con unas características especiales que las diferencian netamente de esta. Veamos por qué.




    Las cajas de ahorro tienen el carácter de entidades benéfico-sociales. Pueden ser entes públicos promovidos por las diputaciones provinciales, los ayuntamientos, las comunidades autónomas o el Estado. También pueden tener su origen en una fundación privada (pero las fundaciones tienen que perseguir objetivos de interés público, y las cajas no son una excepción). Por ese motivo, las cajas carecen de cuentas de capital y no reparten beneficios. Los que obtienen han de ser empleados en la financiación de obras de carácter benéfico-social.




    Existen en la actualidad más de 80 cajas de ahorro, que forman una confederación entre sí. Al margen de esta, se encuentra la Caja Postal, de carácter estatal.




    La fuente principal de recursos de las cajas (más del 90 %) son recursos ajenos, constituidos por los depósitos de sus clientes. Las cajas fomentan el ahorro privado, ya que suelen ofrecer tipos de interés más elevados a los depósitos a plazo fijo, que la banca privada. Por ese motivo son las entidades preferidas por los ahorradores de clase media y baja. Además, desde 1977 las cajas están autorizadas a realizar descuento de letras, lo que ha hecho que aumenten considerablemente sus depósitos a la vista, por parte de empresas (pequeñas, sobre todo).




    
Las cooperativas de crédito




    Las sociedades cooperativas son las que realizan actividades económicas al servicio de sus propios socios, basándose en la cooperación y ayuda mutua entre estos. De las cooperativas en general, su organización interna y sus distintas clases, se trata con más detalle en otro capítulo. Ahora sólo vamos a referirnos a las cooperativas de crédito, desde el punto de vista de su condición de intermediarios financieros.




    Las cooperativas de crédito son una de las clases o tipos de sociedades cooperativas existentes en España. La captación de recursos la realizan de forma similar a la de los bancos (depósitos a la vista, de ahorro y a plazo) y pueden realizar todos aquellos servicios bancarios que consideren convenientes. Sus clientes no tienen necesariamente que ser socios, ya que ofrecen sus servicios al público en general.




    En cambio, las operaciones activas (concesión de créditos y préstamos) sí están limitadas a los propios socios de la cooperativa. Y, como es lógico, en condiciones ventajosas. Sólo algunas de las leyes autonómicas sobre cooperativas permiten a las de crédito realizar operaciones activas con quienes no sean socios, y siempre dentro de unos límites respecto al total.




    Debido a estas limitaciones, las cooperativas de crédito tienen un reducido peso específico en el conjunto del sistema financiero. Sin embargo, eso no oscurece la importante labor que realizan, la concesión de créditos a otras cooperativas y a sus socios. Y es que las cooperativas han sido un sector tradicionalmente marginado por las actividades de la banca privada.




    Dentro de este tipo de sociedades las más importantes son las cooperativas de crédito agrario, o cajas rurales. Estas entidades, si cumplen ciertos requisitos en cuanto a su ámbito territorial (provincial) y cuentan con el capital mínimo exigido legalmente, pueden ser calificadas como cajas de ahorro, lo que les permite realizar operaciones de descuentos de letras y conceder créditos a sus socios con fondos del Banco de Crédito Agrícola.




    
El cheque




    
La forma y emisión del cheque




    Para que pueda hablarse de cheque, este deberá contener estos requisitos:




    — la denominación de cheque inserta en el texto del título expresada en el idioma empleado para la redacción del mismo título;




    — el mandato puro y simple de pagar una suma determinada en pesetas o en moneda extranjera convertible admitida a cotización oficial;




    — el nombre del que debe pagar, denominado librado, y que necesariamente ha de ser un banco;




    — el lugar de pago;




    — la fecha y lugar de la emisión del cheque;




    — la firma de quien lo expide, denominado librador.




    Todo título que carezca de alguno de los requisitos indicados no se considerará cheque, salvo en los casos siguientes:




    a) A falta de indicación especial el lugar designado junto al nombre del librado, se reputará lugar del pago. Cuando estén designados varios lugares, el cheque será pagadero en el primero de los lugares que se mencionan.




    b) A falta de estas indicaciones o de cualquier otra, el cheque deberá pagarse en el lugar en que ha sido emitido, y si en él no tiene el librado ningún establecimiento, en el lugar donde el librado tenga su establecimiento principal.




    c) El cheque sin indicación del lugar de su emisión se considerará suscrito en el que aparezca al lado del nombre del librador.




    El cheque ha de librarse contra un Banco o Entidad de Crédito que tenga fondos a disposición del librador, y de conformidad con un acuerdo expreso o tácito, según el cual el librador tenga derecho a disponer por cheque de aquellos fondos. No obstante, a falta de estos requisitos, excepto el de la condición de Banco o Entidad de Crédito del librado, el título será válido como cheque.




    El librado que tenga fondos a disposición del librador en el momento de la presentación al cobro de su cheque regularmente emitido, está obligado a su pago. Si sólo dispone de una provisión parcial, estará obligado a entregar su importe.




    El librador que emita un cheque sin tener provisión de fondos en poder del librado, por la suma en él indicada, deberá pagar al tenedor, además de esta, el 19 % del importe no cubierto del cheque y la indemnización por los daños y perjuicios.




    El cheque no puede ser aceptado, y cualquier fórmula de aceptación que se consigne en el mismo, se considerará como no puesta.




    El librador o tenedor de un cheque podrá, no obstante, solicitar del Banco librado que este preste su conformidad a dicho cheque, y cualquier mención de «certificación», «visado», «conforme», u otra semejante firmada por el librado en el cheque acredita la autenticidad de este y la existencia de fondos suficientes en la cuenta del librador. El librado, como consecuencia de esto, retendrá la cantidad necesaria para el pago del cheque a su presentación hasta el vencimiento del plazo fijado en el mismo, o en su defecto a los quince días si es pagadero en España y emitido en el país; si se ha emitido en Europa y es pagadero en España, el plazo será de veinte días, y si está emitido fuera de Europa y es pagadero en España el plazo será de sesenta días.




    Esta conformidad dada por el librado deberá expresar la fecha y será irrevocable.




    
Modalidades del cheque




    Las modalidades del cheque vienen dadas por la designación que en ellos se haga del acreedor, y así vemos que el cheque puede ser librado para que se pague:




    — a una persona determinada con la cláusula «a la orden» o sin esta cláusula;




    — a una persona determinada con la expresión «no a la orden» u otra semejante o equivalente;




    — al portador.




    El cheque a favor de una persona determinada, con la mención o «al portador», o un término equivalente, vale como cheque al portador.




    Del mismo modo, valdrá como cheque al portador aquel cheque que, en su momento de presentación al cobro, carezca de indicación con respecto al tenedor. Así, el cheque puede librarse:




    — a favor o a la orden del mismo librador;




    — por cuenta de un tercero;




    — contra el propio librador, siempre que el título se emita entre distintos establecimientos del mismo.




    El cheque puede ser emitido para que se pague en el domicilio de un tercero, ya sea en la localidad donde el librado tiene su domicilio, ya sea en localidad diferente, siempre que el tercero sea un Banco o Entidad de Crédito.




    
La presentación y el pago del cheque




    El cheque es pagadero a la vista. Cualquier mención en sentido contrario se tiene por no puesta y por lo tanto se considera nula.




    El cheque presentado al pago antes del día indicado como fecha de la emisión del mismo, es pagadero el mismo día de su presentación.




    El cheque que se haya emitido en España para ser pagado también en España, deberá ser presentado a su pago en un plazo no superior a quince días.




    El cheque emitido en el extranjero, y pagadero en España deberá presentarse en el plazo máximo de veinte días si fue emitido en Europa, y sesenta días si fue emitido fuera de Europa.




    Estos plazos, de quince, veinte y sesenta días, se computarán a partir del día que conste en el cheque como fecha de emisión, no excluyéndose de este cómputo los días inhábiles, pero si el día del vencimiento de estos plazos fuere festivo o inhábil, se entenderá que el cheque vence el primer día hábil siguiente.




    Cuando el cheque esté librado entre plazas con calendarios distintos, el día de la emisión se remitirá al correspondiente en el calendario del lugar del pago. La presentación a una cámara o sistema de compensación equivale a su presentación al pago.




    El pago de un cheque librado en moneda extranjera convertible admitida a cotización oficial, deberá realizarse dentro del plazo de su presentación, en la moneda expresada, siempre que la obligación de pago en la referida moneda esté autorizada o resulte permitida de acuerdo con las normas de control de cambios.




    Si no fuera posible efectuar el pago en la moneda pactada, por causa no imputable al deudor, este entregará el valor en pesetas de la suma expresada en el cheque, determinándose dicho valor de acuerdo con el cambio vendedor correspondiente al día de la fecha de presentación, al tenedor podrá exigir, a su elección, el valor en pesetas que resulte del cambio vendedor de la fecha de pago o reembolso, o el de la fecha de presentación.




    Cuando el importe del cheque se haya indicado en una moneda que tenga la misma denominación, pero diferente valor en el país de emisión que en el país de pago, se presumirá que la moneda expresada es la del lugar de pago.




    
La Bolsa de valores




    
El mercado de valores




    En lenguaje mercantil, se denomina títulos-valor a una serie de documentos (bonos, acciones, obligaciones, certificados de depósito, etc.) cuya característica común es la de tener un valor intrínseco. Es decir, que el valor se deduce de las características del propio documento, con independencia relativa del negocio que lo ha originado.




    Ahora bien, cuando se habla de mercado de valores nos referimos sólo a algunos de tales títulos: concretamente a las acciones y obligaciones de las sociedades y de los valores públicos (acciones y obligaciones de las empresas estatales, deuda pública, cédulas del ICO, bonos, etc.). Todos ellos tienen en común que son esencialmente transmisibles, es decir, que su poseedor actual (legítimo, claro está) puede venderlos libremente a otra persona, si ambos están de acuerdo, y el adquirente recibe los mismos derechos que tenía el poseedor anterior (entre ellos, el de poder venderlos de nuevo cuando lo desee).




    Pues bien, basándose en esas posibilidades, existe una oferta y una demanda de esos títulos. Por esta razón se habla de mercado de valores. Pero, en realidad, no existe uno, sino dos mercados de valores: el primario (o de emisión) y el secundario (o de negociación).




    El mercado primario es el que se constituye entre los ahorradores y las empresas o entes públicos que emiten los títulos. Por parte de aquellos existe una oferta de dinero (demanda de rentabilidad). Quienes emiten los títulos, en cambio, realizan una demanda de dinero (para financiarse) y una oferta de rentabilidad (los intereses y las perspectivas de aumento de valor de los títulos).




    El mercado secundario, o de negociación, es posterior: consiste en las transacciones realizadas entre quienes adquirieron originalmente los títulos, y los que los adquieren después, sucesivamente.




    Ambos mercados se complementan mutuamente. En realidad, la existencia de un mercado secundario amplio y activo es una condición necesaria para la eficacia del mercado primario. Incluso puede decirse que es la razón de su existencia, ya que la posibilidad de vender fácilmente los títulos es lo que confiere a estos liquidez, haciendo atractiva su adquisición por parte de los ahorradores.




    En el mercado primario es especialmente importante la intervención de los bancos y cajas de ahorro. En el secundario, la institución fundamental es la Bolsa de valores.




    
La Bolsa de valores




    La existencia de Bolsas de valores como instituciones en las que se centraliza el mercado de valores mobiliarios, sometiéndolo a un régimen de publicidad y transparencia, tiene orígenes remotos, derivando de las lonjas y casa de contratación bajomedievales y siendo objeto de una paulatina evolución en su organización y normativa reguladora.




    En la actualidad existen en España cuatro Bolsas de valores: las de Madrid, Barcelona, Bilbao y Valencia. Su organización ha sido profundamente reformada en 1989. Sustituyendo de hecho a los antiguos agentes de cambio y bolsa, han sido legalmente reguladas las sociedades y las agencias de valores y bolsa de la manera siguiente:




    — las sociedades de valores y bolsa (capital mínimo, 750 millones de pesetas) pueden realizar operaciones bursátiles por cuenta ajena o por cuenta propia;




    — las agencias de valores y bolsa, en cambio, sólo pueden actuar por cuenta ajena, realizando operaciones por cuenta de sus clientes (capital mínimo, 150 millones de pesetas).




    Las sociedades y agencias de valores y Bolsa son las que integran las sociedades rectoras de cada una de las bolsas existentes. Se trata de sociedades anónimas privadas, si bien sometidas a un riguroso control por parte de los poderes públicos dada su importancia en la vida económica del país.




    Valores negociables




    Los valores negociados en Bolsa actualmente pueden clasificarse en tres grandes grupos:




    — títulos de renta fija;




    — títulos de renta variable;




    — activos monetarios (o financieros a corto plazo).




    El conjunto de títulos de renta fija está constituido por las distintas emisiones de deuda pública del Estado y de los Gobiernos autonómicos, las obligaciones de las entidades oficiales de crédito y otros organismos oficiales, obligaciones de corporaciones locales, bonos y cédulas hipotecarios de entidades financieras, y obligaciones emitidas por sociedades privadas.




    El mercado de acciones, o de renta variable, está dividido en dos categorías: el de sociedades admitidas a cotización oficial y el de sociedades no cotizadas oficialmente, o segundo mercado, reservado a sociedades de dimensión media.




    Tanto en el mercado de renta fija como en el de acciones de cotización oficial, se distingue entre títulos con cotización calificada y títulos de cotización simple. La cotización calificada se otorga a los títulos que disfrutan de mayor liquidez, medida por la frecuencia con que contratan y los volúmenes sobre los que se negocia, y a aquellos a los que la liquidez se garantiza a través del compromiso de sociedades de contrapartida.




    En el mercado de activos monetarios se negocian pagarés del tesoro y pagarés de empresa. Los primeros se emiten por valor nominal de un millón de pesetas y vencimientos a 12 y 18 meses. Los pagarés de empresas se emiten por importes de 250.000, 500.000 y 1.000.000 de pesetas y vencimientos a 12 meses. También se negocian letras de cambio.




    Cotización




    En el mercado de valores mobiliarios, estos alcanzan un precio dado, en razón de la oferta y demanda existente de cada uno. Es decir, de la cantidad de títulos que se encuentran a la venta en un momento determinado y de la cantidad que de ellos están dispuestos a adquirir los compradores.




    Debido a ello, en cada momento un título puede cotizarse por encima o por debajo de su valor nominal (el que consta en el mismo, y que no varía). Tales fluctuaciones se reflejan en enteros (un entero es un 1 % del valor nominal), diciendo que tal título ha aumentado o disminuido tantos enteros sobre su valor nominal.




    En la actualidad, tras la última reforma legal se ha creado el mercado continuo informatizado, que supondrá la progresiva sustitución de los tradicionales corros. Se trata de que las operaciones se realicen por medio de ordenadores conectados a una red informática que proporciona la cotización de cada título según su oferta y demanda en ese mismo instante. Pueden integrarse en ese sistema todos los valores bursátiles que se coticen en dos, como mínimo, de las cuatro Bolsas españolas.




    
La compraventa mercantil




    Ante todo, es preciso aclarar que determinadas compraventas no tienen carácter mercantil, aunque concurra el propósito del vendedor de lucrarse en la reventa. Así, el Código no reputa mercantiles las ventas que hicieren los propietarios y los labradores o ganadores de los frutos o productos de sus cosechas especiales en que se les paguen las rentas; ni las ventas que de los objetos construidos o fabricados por los artesanos hicieren estos en sus talleres.




    Finalmente cabe señalar que, aunque el Código hable de cosas muebles, también puede ser mercantil la compraventa de inmuebles.




    En cuanto al contenido de este contrato, es preciso estudiar las obligaciones que se generan para ambos contratantes.




    
Obligaciones del vendedor




    Son las siguientes:




    1. Entregar la cosa debida. Para que la obligación de entrega se entienda cumplida no es necesaria la entrega material de la misma, sino que basta con la simple puesta a disposición del comprador en el lugar y tiempo convenidos. En cuanto al tiempo, si no se hubiera pactado un plazo, el vendedor deberá tenerla a disposición del comprador dentro de las veinticuatro horas siguientes al contrato.




    2. Responder del saneamiento de la cosa vendida. En toda venta mercantil, el vendedor quedará obligado a la evicción y saneamiento en favor del comprador, salvo pacto contrario.




    El saneamiento por evicción se da cuando se priva al comprador por sentencia firme y en virtud de un derecho anterior a la compra de todo o parte de la cosa comprada, y cuando sea procedente la evicción el comprador tendrá derecho a exigir del vendedor la restitución del precio que tuviera la cosa al tiempo de la evicción, y a ser indemnizado de los gastos y daños sufridos.




    El saneamiento por vicios o defectos ocultos tiene importancia práctica. El plazo que tiene el comprador para denunciar los defectos o vicios ocultos es variable:




    a) Cuando se examine la mercancía en el momento de la compra, la reclamación del comprador contra el vendedor por causa de vicio o defecto de cantidad o calidad habrá de hacerse inmediatamente. Si el comprador no reclama, la ley presume su asentamiento y su conformidad con el defecto, si existe.




    b) Si las mercancías están embaladas, el comprador tiene un plazo de cuatro días contados desde el siguiente a su recibo.




    c) Cuando se trate de vicios internos, el plazo de denuncia se amplía a los treinta días siguientes a la entrega.




    El comprador que no hace reclamación alguna en el momento del examen de la mercancía, o en los plazos señalados, pierde toda acción y derecho a repetir contra el vendedor por causa de vicio o defecto de calidad o cantidad.




    El vendedor tiene la obligación de soportar los daños que sufran las mercancías antes de haberlas puesto a disposición del comprador, y también los que se produzcan después e incluso por caso fortuito, en los siguientes supuestos:




    a) Si la venta se hubiera hecho por peso, número o medida, o la cosa vendida no fuera cierta y determinada, con marcas y señales que la identifiquen.




    b) Si por acto expreso o por uso del comercio, atendida la naturaleza de la cosa vendida, tuviera el comprador la facultad de reconocerla y examinarla previamente.




    c) Si el contrato tuviere la condición de no hacer la entrega hasta que la cosa vendida adquiera las condiciones estipuladas.




    
Obligaciones del comprador




    Tanto en el supuesto de que el comprador rehúse sin justa causa el recibo de los efectos comprados, como en el de simple demora en hacerse cargo de las mercaderías, se faculta al vendedor para optar por la rescisión del contrato o por el cumplimiento del mismo depositando judicialmente las mercancías.




    El comprador está obligado a pagar el precio a partir del momento de la puesta a disposición de las mercancías, o en los plazos convenidos con el vendedor, llevando consigo la demora en el pago del precio la obligación de satisfacer el interés legal de las cantidades adeudadas.




    
Compraventa a plazos




    Son aquellas compraventas en las que el precio no se satisface en el momento de la perfección del contrato, sino que se establecen varios plazos sucesivos y para el pago total del mismo.




    Existen dos clases de compraventas a plazos: las que se rigen por la Ley de 13 de julio de 1988 y las excluidas expresamente del ámbito de aplicación de esta ley.




    Estos contratos plantean diversos problemas, entre ellos, el del concepto en que el comprador posee la cosa hasta el pago del último plazo. Como quiera que en ellos se incluye frecuentemente un pacto de reserva de dominio, el comprador posee en calidad de depositario o arrendatario, con el fin de que si se produce el impago por parte del comprador de un solo plazo, poder determinar, en perjuicio del comprador, la pérdida del beneficio del plazo para el resto del precio pendiente de vencimiento y pago, o la pérdida de lo pagado, con devolución de la cosa comprada al vendedor.




    
Régimen especial




    Dedicaremos más adelante, dada su importancia, un capítulo al estudio de la compraventa a plazos que se rige por la Ley de 13 de julio de 1998, pero conviene que nos refiramos ahora a esa cuestión y analicemos algunos de sus rasgos más característicos.




    El artículo 3 de la Ley define el contrato de compraventa a plazos como el contrato mediante el cual una de las partes entrega a la otra una cosa mueble corporal. La parte que recibe se obliga a pagar por ella un precio cierto, de forma total o parcialmente aplazada en tiempo superior a tres meses desde la percepción del mismo. También se entenderán comprendidas en dicho concepto los actos o contratos, cualquiera que sea su forma jurídica con la denominación que las partes les asignen, mediante los cuales se pretenda conseguir los mismos fines económicos que con la venta a plazos.




    Los bienes muebles que constituyen el objeto del contrato de venta a plazos deben ser no consumibles e identificables.




    Bajo estos conceptos entendemos aquellos bienes que se desgastan pero no desaparecen debido a su uso normal. Por bienes identificables entenderemos todos aquellos en los que conste la marca y número de serie o fabricación de forma indeleble e inseparable en una o varias de sus partes fundamentales, o que tengan alguna característica distintiva que excluya razonablemente que puedan confundirse con otros bienes.




    
El contrato de transporte




    Los elementos personales del contrato son el «porteador», el «cargador» y el «consignatario». El porteador es el empresario que asume directamente la obligación de realizar el transporte. El cargador o remitente es la persona que contrata en nombre propio con el porteador y entrega y se obliga a entregar la carta para su transporte. El consignatario o destinatario es la persona a quien se han de entregar las mercancías o efectos transportados. La designación del consignatario se hace en la carta de porte, y puede ser nominativa, a la orden, o al portador.




    Los elementos reales del contrato de transporte de cosas son la cosa y el precio. Son cosas, a efectos del transporte, las mercaderías en sentido amplio. El precio representa la contraprestación de las obligaciones y del riesgo que asume la empresa porteadora. Puede ser satisfecho por el cargador o debido por el consignatario.




    Elemento formal del contrato es la carta de porte, que es el documento en que constan los extremos de transporte. En la carta de porte habrán de expresarse: los nombres del cargador, porteador y consignatario; la designación de los efectos transportados; el precio; la fecha de la expedición; el lugar de entrega al consignatario, y la indemnización para el caso de retardo.




    El contrato de transporte genera derechos y obligaciones para las partes. Así, el cargador asume las siguientes obligaciones:




    — entregar al porteador la cosa objeto del contrato en el lugar y tiempo previsto;




    — pagar el precio o porte del contrato, si se realiza a porte pagado.




    El porteador asume una obligación principal y varias accesorias. La obligación principal es la de poner las cosas transportadas, en el estado en que las recibe, a disposición del consignatario, en el plazo, lugar y condiciones prevista en el contrato. Si el destinatario rehusare el recibo de la cosa o se negara al pago de los portes y gastos, o no fuere hallado, el porteador cumple con hacer el depósito judicial de los efectos transportados.




    Obligaciones accesorias son: custodia de la cosa; no variar la ruta convenida, salvo fuerza mayor; cumplir las disposiciones administrativas sobre el transporte, etc.




    Corresponde al porteador, como derecho principal, cobrar el precio y gastos efectuados, en su caso, para conservación de la mercancía.




    Por su parte, el consignatario tiene derecho a que el porteador le entregue los objetos porteados en el plazo previsto en el contrato, o faltando el plazo, sin demora ni entorpecimiento alguno. Recibidas las cosas por el consignatario, queda obligado a satisfacer el precio del transporte, si se hizo a porte debido, y los gastos necesarios de la conducción.




    
Transporte de personas




    El transporte de personas es una modalidad del contrato de transporte en general. La circunstancia de que la prestación del porteador se refiera en este transporte a una persona, atribuye a este contrato especiales características frente al transporte de cosas. Así:




    — no cabe hablar de «entrega» al comienzo y al final del contrato;




    — no existe el tercer elemento subjetivo que es el consignatario.




    Los sujetos del contrato son el porteador y el «viajero». El primero asume la obligación de trasladar al segundo de un lugar a otro, con las condiciones especiales de comodidad, ambiente, rapidez, etc., pactadas en el contrato. El viajero asume la obligación fundamental de pago del precio. El título probatorio del contrato es el «billete», extendido innominadamente, por lo general, facultando al tenedor para exigir al porteador la prestación.




    Nuestro Código de comercio no regula específicamente el contrato de transporte de personas, sino que se limita a dictar alguna disposición aislada sobre el contenido que ha de tener la carta de porte o billete.




    Como el transporte de las personas puede realizarse tanto por carretera como por ferrocarril o avión, habrá que estar atento a las normas especiales que regulan el transporte de personas por cada uno de estos medios.




    
Los contratos de préstamo y de depósito




    
Contrato de préstamo mercantil




    Se trata de un contrato real, que se perfecciona por la entrega de la cosa que debe realizar el prestamista al prestatario. Es igualmente un contrato unilateral, pues una vez entregada la cosa sólo surgen obligaciones para una de las dos partes, es decir, para el prestatario.




    1. Obligación de restituir. Constituye la obligación principal. El prestatario está obligado a devolver al prestamista otro tanto de lo recibido en el lugar y tiempo pactado, o en defecto de pacto, pasados treinta días a contar de la fecha del requirimiento notarial que se hubiera hecho exigiendo la devolución. Existen las siguientes modalidades:




    — consistiendo el préstamo en dinero, pagará el deudor una cantidad igual a la recibida;




    — en los préstamos de títulos o valores pagará el deudor devolviendo otros tantos de la misma clase e idénticas condiciones;




    — si los préstamos fueren en especie, deberá el deudor devolver igual cantidad de la misma especie y calidad.




    2. Obligación de pagar los intereses pactados. Se trata de una obligación accesoria de la restitución. Y aunque parezca anormal, lo cierto es que, con arreglo al artículo 314, los préstamos no devengan interés si no se hubiera pactado por escrito.




    3. Obligación de satisfacer los intereses de demora. El artículo 316 señala que los deudores que demoren el pago de sus deudas después de vencidas, deberán satisfacer, desde el día siguiente al del vencimiento, el interés pactado para este caso o en su defecto el legal.




    
Contrato de depósito mercantil




    No da el Código de comercio una definición del depósito, sino que se limita a señalar sus características. Así, para que el depósito sea mercantil, se requiere:




    — que el depositario al menos sea comerciante;




    — que las cosas depositadas sean objeto de comercio;




    — que el depósito constituya por sí una operación mercantil o se haga como causa o a consecuencia de operaciones mercantiles.




    Las modalidades más importantes son el depósito regular y el depósito irregular.




    Depósito regular




    Los elementos personales de este contrato son el depositante y el depositario. Los elementos reales son los efectos depositados y el precio o retribución del depósito.




    El depósito produce para el depositario dos obligaciones principales: guardar y conservar la cosa objeto del depósito según la recibió, o devolverla, con sus aumentos, cuando el depositante la pida. Para el depositante surgen las obligaciones siguientes: retribuir al depositario, salvo pacto expreso en contrario, y reembolsar al depositario de los gastos que haya hecho para la conservación de la cosa depositada, indemnizándole además de todos los perjuicios que se le hayan seguido del depósito.




    La extinción del contrato se produce por las siguientes causas:




    — por devolución de la cosa depositada, bien a reclamación del depositante, bien a renuncia del depositario;




    — por pérdida o destrucción de la cosa, sin perjuicio de la responsabilidad en que haya incurrido el depositario.




    Depósito irregular




    El depósito irregular es aquel en el que el depositario está autorizado a usar y disponer de la cosa depositada, medie o no retribución. En la práctica, los depósitos irregulares son casi siempre depósitos bancarios y de numerario.




    En cuanto a los efectos del depósito irregular, el más importante es el de adquisición de la propiedad de la cosa depositada por el depositario. El paso de la propiedad de cosa autoriza al depositario a disponer de la misma. Esta regla cobra especial relieve en el caso de quiebra del depositario, porque entonces, a diferencia de lo que ocurre en el depósito regular, el objeto del depósito no podrá ser separado de la masa de la quiebra, y el depositante sólo podrá figurar en la quiebra con un derecho de crédito.




    
El contrato de seguro




    Según el artículo 1.o de la Ley de Contrato de Seguro, el contrato de seguro es «aquel por el que el asegurador se obliga, mediante el cobro de una prima, y para el caso de que se produzca el evento cuyo riesgo es objeto de cobertura, a indemnizar, dentro de los límites pactados, los daños producidos al asegurado, o a satisfacer un capital, una renta u otras prestaciones convenidas».




    Los sujetos que intervienen en este tipo de contratos son los que mencionamos a continuación:




    — el asegurador (o, mejor, entidad aseguradora, ya que debe tratarse necesariamente de una sociedad anónima o mutua);




    — el tomador del seguro (persona que lo contrata con el asegurador, es decir, quien suscribe la póliza);




    — el asegurado (sujeto sobre cuya persona o bienes se pacta el contrato; puede ser el mismo tomador u otra persona distinta);




    — el beneficiario (sujeto que recibe la prestación por parte del asegurador y que puede coincidir, o no, con el tomador y el asegurado).




    El documento en el que se formaliza el contrato de seguro recibe el nombre de póliza. Por último, la prima es la cantidad que debe pagar el asegurado como contraprestación a la cobertura de sus riesgos.




    En efecto, el contrato de seguro se basa en la existencia de un riesgo: la posibilidad de que se produzcan hechos que perjudiquen de alguna forma al asegurado, en su persona o en sus bienes. La entidad aseguradora se compromete a paliar o compensar las consecuencias de tales hechos... en el caso de que sucedan. Por ese motivo (porque sus obligaciones dependen de acontecimientos ajenos a la voluntad de las partes), este contrato es calificado de aleatorio.




    A cambio de pagar la prima, el asegurado garantiza su futuro frente a hechos que podrían causarle un grave perjuicio económico a él o a su familia o empresa. En definitiva, contrata seguridad.




    Ahora bien, como existe un gran número de hechos eventualmente perjudiciales, existen también diferentes modalidades de contratos de seguro. Cada una de ellas ofrece cobertura sobre alguno o algunos de tales riesgos.
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